Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 21 minutos) 


La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria tiene el agrado de recibir a la señora Ministra y a su grupo de 
asesores, especialmente a la doctora María Noel Rodríguez, asesora en materia carcelaria. 


En realidad, no se trata de una convocatoria a la señora Ministra, ya que fue ella la que, enterada de la presentación del informe 
anual del señor Comisionado Parlamentario, solicitó ser recibida por la Comisión. Es en ese sentido que le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA MINISTRA.- Muchas gracias, señora Presidenta. 


Antes de comenzar, quiero dar las buenas tardes a todos y a todas. Siempre me permito el privilegio de decir que vuelvo a mi casa, a 
donde realmente pertenezco, y es un gusto hacerlo. 


Como mencionó la señora Presidenta, me pareció interesante aprovechar la oportunidad de la presentación del informe anual del 
señor Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, para poder intercambiar puntos de vista, algunos de los cuales ya habíamos 
considerado en una reunión anterior que también solicité para compartir con los señores y las señoras Representantes ciertas iniciativas y 
preocupaciones en materia penitenciaria. 


Además del agradecimiento que ya realicé, en esta oportunidad me gustaría destacar la importancia de estas instancias -y acá va a 
surgir mi veta docente- como espacio de aprendizaje. Como los señores Legisladores saben, el señor Representante Daniel Díaz Maynard 
luchó trece años para que la ley que crea la figura del Comisionado Parlamentario se hiciera efectiva. Eso sucedió en el año 2003, y recién en 
el 2005 pudimos nombrar -digo "pudimos" porque en ese entonces yo estaba en esta Casa, pero en realidad lo nombró la Asamblea General- 
al doctor Álvaro Garcé. 


Por lo tanto, esta es una experiencia nueva para todos: para el Parlamento, para quien ha sido elegido y ostenta hoy la 
responsabilidad del Comisionado Parlamentario, para el sistema carcelario y para nosotros como jerarcas responsables. En ese sentido, esta 
comparecencia nos brinda la posibilidad de intercambiar algunas ideas y datos del informe, y realizar una evaluación que compete al ejercicio 
del rol de todos y todas. 


También, aunque resulte ocioso, me gustaría resaltar el contexto en el que nos movemos. No es novedad para nadie la situación 
crítica del sistema carcelario uruguayo; creo que es algo que todos tenemos claro. 


Tenemos un sistema penitenciario que no debería estar en la órbita del Ministerio del Interior. Recuerdo claramente que en el año 
1999 la Comisión de Seguridad Ciudadana -en ese entonces el señor Diputado Abdala era el Presidente- emitió un informe, aprobado por 
unanimidad en la Cámara de Representantes, que establecía que era insostenible la situación del sistema carcelario bajo la égida del 
Ministerio del Interior, por las razones a las que aludimos en ese entonces y que creo que aún hoy compartimos todos. Me parece que es 
importante que este aspecto comience a ser tenido en cuenta como parte del contexto, porque nos estamos moviendo en una situación muy 
cruel y crítica, con un personal que recién a partir de esta Administración recibe formación específica como personal penitenciario y que, por 
supuesto, tiene carencias. Naturalmente, lo ideal sería que las cárceles estuvieran llenas de técnicos que pudieran llevar adelante de mejor 
manera la tarea de rehabilitación de nuestros reclusos y reclusas, pero estamos insertos en ese contexto; no estamos hablando de Suecia, 
sino del Uruguay, con la realidad y los problemas terribles que tenemos aún en nuestro sistema carcelario, a pesar de que hemos hecho 
grandes esfuerzos que pretendemos transmitir a los señores Legisladores. Aclaro que esos esfuerzos no han sido suficientes; nosotros somos 
muy críticos aún de la realidad que vivimos. Seguimos convencidos de que el ideal sería votar otro proyecto del señor Diputado Díaz Maynard, 
que apunta a la creación del Instituto Nacional de Rehabilitación, y a sacar completamente las cárceles de la égida del Ministerio del Interior. 
Reconozco que el tránsito es muy difícil, pero estoy absolutamente convencida de que todos los Legisladores y Legisladoras que están 
presentes aquí comparten esta idea. En definitiva quería, entonces, resaltar este contexto, que en lo personal me importa mucho. 


Voy a realizar una sola precisión antes de abordar algunos temas que me parecen más discutibles. Ante todo, quiero decir que, 
lamentablemente, en primera instancia nos enteramos por la prensa del informe del doctor Garcé, y cuando llamamos al señor Vicepresidente 
de la República porque leímos la noticia, tampoco él disponía de un ejemplar y no nos lo pudo hacer llegar, por lo que recién lo conocimos 
hace quince días. Los señores Legisladores se imaginarán la importancia que tiene para nosotros el contenido de este informe, y tenemos el 
objetivo de contestar por escrito y en forma pormenorizada cada uno de los planteos que se realizan en sus más de 150 páginas. 
Pretendemos, entonces, tener la oportunidad de redactar un informe por escrito, que en su momento haremos llegar al señor Vicepresidente 
de la República y Presidente de la Asamblea General, Rodolfo Nin Novoa, que supongo que luego, obviamente, lo compartirá con esta 
Comisión y con quien él considere pertinente. 


Entonces, lo que vamos a hacer hoy es un primer abordaje, a cuenta de un informe escrito completo y pormenorizado de los infinitos 
tópicos que contiene este informe y sobre los cuales nos interesa dar una opinión y que los señores Legisladores la conozcan. Quería hacer 
esta aclaración porque, obviamente, por razones de tiempo y de dedicación quizás hoy no podamos abordar el enorme panorama que contiene 
el informe del señor Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Álvaro Garcé. Elegimos algunos tópicos que nos resultan 
muy interesantes pero luego, por supuesto, vamos a estar a disposición para contestar las preguntas que las señoras y los señores 
Legisladores quieran formular. 


No vamos a entrar en el detalle de los reconocimientos que el Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario hace en la 
primera parte de su informe acerca de los avances de nuestro Ministerio, tanto en los sistemas abiertos o de chacras, en la redención de la 
pena, como en otros aspectos que él considera positivos. No es de nuestro interés recalcar esto sino referirnos a aspectos un poco más 
polémicos. De todos modos, queremos mencionar que en la evaluación que hace el Comisionado Parlamentario sobre la aplicación de la 
redención de la pena -que creo que es una de las cosas más importantes, junto con la posibilidad de trabajo que se les ha dado a los 
reclusos-, es muy importante tener en cuenta estos datos. En la Dirección Nacional de Cárceles tenemos 1.039 reclusos que trabajan -lo que 


supera la cifra anterior que informé en esta misma Comisión-, 526 reclusos y reclusas que estudian y 69 que han obtenido su libertad por 
redención de pena. Me parece que este es un dato importante porque, aunque sea tímidamente -por las dificultades que manejamos al inicio 
de nuestra exposición-, los efectos de la ley se están viendo. 


A propósito de los efectos de la ley, vamos a hablar un poco del informe del Comisionado en lo que hace a sus planteamientos 
acerca del hacinamiento carcelario. Lo primero que nosotros queremos comunicarles es que nos basamos en el criterio de densidad que lleva 
adelante el ILANUD para medir estas cosas, y no en los porcentajes. Este es un criterio más moderno, más fundado, que tiene más 
aceptación, que promueve el doctor Elías Carranza -Director por todos conocido y gran amigo con el que nos comunicamos frecuentemente 
para asesorarnos y pedirle consejo- y que nos indica cuántos reclusos efectivamente hay cada cien plazas. Al respecto, podemos informar que 
en el año 2005, cuando ingresamos a la Administración, teníamos una densidad de 196 reclusos -casi 200- para 100 plazas, lo que llevó al 
señor Presidente de la República, entre otras cosas, a declarar la emergencia humanitaria. Al día de hoy seguimos en situación crítica pero la 
densidad es de 121 reclusos cada 100 plazas. Naturalmente, esta cifra no nos complace, porque la línea crítica está en 120, y creemos que 
debemos seguir trabajando de distintas maneras a fin de no tener una actitud pasiva y funcional a la inflación penal. Algo hemos mejorado, 
pero no lo suficiente; sin embargo, pasamos de 196 cada 100 a 121 cada 100, lo que muestra una diferencia que corre a favor de las medidas 
que hemos tomado. 


Creo que también es destacable -lo tenemos que informar en la Comisión porque no aparece en ninguna parte del informe- que la 
inversión realizada en establecimientos de reclusión a partir de marzo de 2005 asciende a US$ 6:220.000. 


De alguna manera, el propio Comisionado Parlamentario historia, en su informe, las etapas de construcción que ha tenido la 
República; se remonta a los años treinta y cuarenta, en que hubo un empuje en este sentido, y luego a la época dictatorial, entre 1971 y 1984, 
época en que se verificó otro empuje de este tipo. Esto se acabó, a no ser por los pabellones construidos bajo la égida del señor Ministro 
Stirling. Me parece importante que tengamos en cuenta que se ha construido y se ha invertido. 


A través de la Rendición de Cuentas, los señores Legisladores han aprobado un incremento de $ 19:972.000 para el año 2008 y otro 
de $ 19:584.000 para el 2009, cuando se comenzarán las obras en Rivera, Treinta y Tres y Maldonado. Además, también tomamos en cuenta 
una muy buena sugerencia de la oposición; recuerdo claramente a mi querido colega de tanto tiempo, el señor Representante Trobo, hablar de 
la asociación público-privada. Esto se tomó en cuenta porque es cierto que demoramos muchísimo en construir las plazas con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y queremos ir hacia una construcción más rápida; por eso en la pasada Rendición de Cuentas aceptamos este 
criterio. Es más, las licitaciones ya están abiertas, lo que nos va a permitir continuar construyendo las plazas que necesitamos. 


Si la señora Presidenta me permite, luego voy a pedir a la doctora Rodríguez que nos explique las gráficas que muestran las plazas 
que logramos habilitar entre lo que pueden ser construcciones, redistribuciones o reubicaciones de reclusos, y lo van a ver por departamento. 
Puedo decir que, hasta el momento, llevamos 2.266 plazas habilitadas, entre construidas y reasignadas; ni siquiera estamos contando el CNR 
en ese número. 


Si bien creemos que no es suficiente, desde ya pensamos que haber logrado bajar la densidad de 196 por 100 a 121 por 100, y 
poder dar cuenta en esta Comisión de que contamos con 2.266 plazas habilitadas totales -entre construidas y reasignadas- en funcionamiento, 
no habla de una omisión. Estoy de acuerdo en que no es suficiente, pero de ninguna manera podemos hablar de omisión. 


Si la señora Presidenta lo permite, solicitaría que la doctora Rodríguez rápidamente nos hablara del cuadro que queremos mostrar. 


Establecimiento Capacidad 


Dic-04 Mar-08 diferencia 
Cárcel Departamental Artigas 50 70 20 
Centro de Reclusión Canelones 442 734 292 
Establecimiento Reclusión Cerro Largo 80 80 0 
Establecimiento Reclusión Departamental Colonia 110 90 -20 
Centro de Reclusión Departamental Durazno 60 112 52 


Centro de Reclusión Departamental Flores 22 26 4 


Centro de Reclusión Departamental Florida 45 55 10 
Centro de Reclusión de Lavalleja 38 70 32 
Establecimiento Carcelario Maldonado 120 220 100 
Cárcel Central - Montevideo 100 100 0 
Cárcel Departamental Paysandú 180 180 0 
Cárcel Departamental Rivera 80 120 40 
Cárcel Departamental Río Negro 70 80 10 
Cárcel Departamental Rocha 45 45 0 
Cárcel Departamental Salto 80 200 120 
Cárcel Departamental San José 50 50 0 
Cárcel Departamental Soriano 60 100 40 
Cárcel Departamental Tacuarembó 114 116 2 
Establecimiento Carcelario Treinta y Tres 50 52 2 
TOTAL CARCELES INTERIOR 1796 2500 704 
Establecimiento de Reclusión Libertad 600 1360 760 
Establecimiento de Reclusión La Tablada 190 190 0 
Complejo Carcelario Santiago Vázquez 900 1624 724 
Centros de Recuperación Carcelario 100 100 0 
Establecimiento Unidad N* 8 18 18 
Estab.Correccional y Det. Para Mujeres 90 150 60 


TOTAL DIRECCION NAL. DE CARCELES 1880 3442 1562 


Centro Nacional de Rehabilitación 300 


Totalidad del Sistema Penitenciario 3676 6242 


Actualización 25 de marzo de 2008 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Muchas gracias, señora Presidenta. Buenas tardes para todos y para todas. 


Como decía la señora Ministra, lo que muestra este gráfico es la diferencia entre la capacidad locativa oficial establecida en diciembre 
de 2004 y la que tenemos hoy, a marzo de 2008. Utilizamos la capacidad de diciembre de 2004 porque es el primer dato oficial que el sistema 
penitenciario arrojaba y que es anterior a esta Administración de Gobierno. 


Básicamente, lo que muestra esta gráfica es si ha habido incremento en relación a las plazas -en algunos casos se puede haber 
mantenido igual- en cada establecimiento de reclusión, tanto a nivel departamental como de la Dirección Nacional de Cárceles. 


Esto no significa necesariamente plazas construidas que se concretan, sobre todo en el ámbito de la Dirección Nacional de Cárceles y 
en la Cárcel de Canelones, donde se ha dado el incremento mayor. Sí se muestra que en algunos casos se han podido reorganizar las plazas 
y optimizar algunos espacios. En alguna medida se han debido sacrificar algunos espacios comunes, pero en aras de un mejor alojamiento de 
las personas privadas de libertad. 


En definitiva, aquí se puede ver que a nivel de cárceles departamentales, el incremento entre los años 2004 y 2008 es de 704 plazas; 
en el ámbito de la Dirección Nacional de Cárceles han sido 1.562, y se ha verificado un impacto muy fuerte de los nuevos lugares del Penal de 
Libertad y de las plazas reasignadas o creadas en el COMCAR. A principios del año 2005, en el COMCAR -que tenía una capacidad de 900 
plazas- se reasignó el módulo N* 13, que era de ingreso y observación, pasando a ser un módulo de alojamiento. El año pasado se construyó 
un modulo adicional, el N* 7, que funciona con personas que trabajan y estudian. 


Todo esto nos muestra que en el período 2004 - 2008 ha habido un incremento de plazas habilitadas, y ahora éstas ascienden a 
2.266. Obviamente, no pretendemos hacer trampa y por ello no estamos incorporando en estas plazas las del CNR, que extrañamente no 
estaban incluidas en las estadísticas oficiales del Ministerio del Interior en materia de capacidad. Las mencionamos porque forman parte de la 
Capacidad locativa del sistema penitenciario, pero no a los efectos de poder llegar al valor total de 2.266, sino informando las plazas que ya 
han sido entregadas. De modo que aquí no están computadas, por ejemplo, las 100 plazas de la cárcel de Juan Soler, en el departamento de 
San José, ya que todavía no se ha hecho la entrega formal por parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En el resto de los 
establecimientos como, por ejemplo, el de Libertad o el COMCAR -mencionados por el Comisionado-, se está llevando a cabo un proceso de 
ingreso progresivo de la población reclusa, ya que sería impensable hacer el traslado de todos los reclusos en siete días, sobre todo en un 
establecimiento de 700 plazas. Por esa razón, el ingreso de los reclusos a los centros recientemente habilitados se está haciendo en forma 
progresiva y paulatina, de acuerdo con criterios técnicos de selección. 


Simplemente quiero agregar que este material queda a disposición de la Secretaría. 


SEÑORA MINISTRA.- Por último, me gustaría referirme al tema que tratamos en oportunidad de mi anterior comparecencia, relacionado con 
nuestra preocupación respecto a la única cárcel con alta seguridad que tenemos hasta ahora, que es el Penal de Libertad. 


En una conversación telefónica, y luego personalmente, el Comisionado Parlamentario nos transmitió su preocupación sobre este 
mismo tema y, por cierto, la compartimos. A tal punto la compartimos que, tal como lo informamos en nuestra comparecencia anterior, 
planteamos este tema en el Consejo de Ministros y podemos adelantar que este punto se encuentra en la etapa de presupuestación. No 
obstante, hace pocos días pudimos informar a la prensa que, a partir del 4 de enero, el Ministerio de Economía y Finanzas realizó un refuerzo 
de rubros de US$ 3:500.000, suma que nos va a permitir construir una cárcel de alta seguridad en el mismo espacio en que está ubicada la 
Cárcel de Libertad. Por lo tanto, a los más de US$ 6:000.000, debemos agregar estos US$ 3:500.000. 


Llegado a este punto, quiero hacer una afirmación muy cautelosa. Las señoras y los señores parlamentarios tienen que conocer 
nuestra cárcel de Libertad, que es donde están los reclusos más conflictivos, los más difíciles, los que están vinculados al narcotráfico que, 
como dije anteriormente, no son reclusos de baja talla, sino caciquillos de la droga. Es un penal que está en riesgo. Nosotros debemos estar 
alertas -y los señores Legisladores tienen que saberlo- a los efectos de que no suceda lo que ocurrió en otros países, donde se hizo un rescate 
con aviones o helicópteros de estos personajes de la droga. Por eso es tan necesario el refuerzo de rubros que realizó el Ministerio de 
Economía y Finanzas, que se destinará a concretar ese proyecto edilicio, a cuyos efectos se llamará a una licitación de concesión de obra 
pública. No podemos mirar la luna, porque esto es real: en nuestras prisiones tenemos -como nunca había ocurrido- comandos altos del 
narcotráfico internacional, que tienen mucha influencia y dinero. Ellos son los que ponen en mayor riesgo el único penal de alta seguridad que 
tenemos. Esto es verdad, pero lo que nos llama en forma muy poderosa la atención -fue lo primero que vimos en la prensa y luego lo leímos 
atentamente en el informe del señor Comisionado Parlamentario- es la proyección que realiza para el año 2015. 


Revisamos varias veces el informe buscando dónde estaba explicitado el criterio metodológico y científico que se había utilizado 
para efectuar tan dramática proyección, pero no lo encontramos. Ahora bien, como nos resulta muy importante conocer ese dato, nos 
conectamos con técnicos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con nuestro personal del Laboratorio de Criminalidad y Violencia - 
que son expertos en estadística-, e incluso consultamos a una catedrática de la Universidad de la República en esta materia. Creemos que 
cuando se da un dato que genera un impacto social tan grande -como el que generó este-, se lo debe respaldar con un fundamento acorde. 
Luego de mucho estudiar, dar vueltas al tema para uno y otro lado, y asesorarnos técnicamente en estadística -porque, como los señores 
Legisladores se podrán imaginar, no somos expertos en esta materia-, llegamos a la conclusión de que el informe estaba basado en la 
proyección de un incremento del 10%, que es absolutamente puntual y corresponde al período de 1995 - 2004. 


Como todos recordarán -sobre todo aquellos más veteranos en el Parlamento-, luego de la aprobación de la Ley de Seguridad 
Ciudadana, la población carcelaria hizo eclosión y se duplicó. Pero fue un momento muy especial, porque no sólo se había aprobado esa ley - 
por la que se incrementaron las penas y se modificaron ciertos delitos-, sino que todavía no estaba vigente la Ley de Humanización, que 
habilita la redención de la pena y la libertad anticipada. 


Si la Comisión está de acuerdo, sugiero que escuchemos a la doctora María Noel Rodríguez, quien va a exponer nuestros criterios 
de reclusión, que arrojan un 6% de crecimiento y no un 10%, cifra que es bastante diferente y sí tiene un basamento científico en lo que hace a 
la Cátedra y a la proyección histórica de crecimiento penitenciario del Uruguay. Además, podremos adelantar algo sobre la proyección - 
recuerdan que al comienzo de mi exposición mencioné el impacto que están teniendo las libertades, en cuanto a la redención de la pena y la 
libertad anticipada-, teniendo en cuenta los efectos de disminución del 6% en relación con estas nuevas medidas y con otras a las cuales me 
voy a referir posteriormente. Nuestra óptica no es ser pasivos, ni pensamos que la única solución para este problema sea seguir construyendo 
cárceles. 


a 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Haciendo referencia a lo que manifestaba recién la señora Ministra, veremos un gráfico que muestra la evolución de 
la población reclusa en nuestro país desde 1988 hasta el año 2005. En color azul está representado el crecimiento nacional y se discrimina por 
las Jefaturas Departamentales de la Dirección Nacional de Cárceles. Como se puede observar, se produce un quiebre muy importante al alza a 
partir de los años 1995 - 1996 y se incrementa fundamentalmente en el año 2000, lo que coincide con el impacto acumulado de la entrada en 
vigencia de la Ley de Seguridad Ciudadana y la Ley N* 17.243, conocida como Ley de Urgencia. 


En lo que refiere a la proyección realizada por el Comisionado Parlamentario, como bien planteaba la señora Ministra, ante la 
ausencia de datos que nos permitieran determinar cuál era el criterio metodológico y, sobre todo, los supuestos que el Comisionado 
Parlamentario utilizaba para hacer una proyección de 15.000 personas al año 2015, consultamos con técnicos de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto e, inclusive, contratados en nuestro Ministerio del Interior, así como con técnicos de la Facultad de Ciencias Económicas, del 
Instituto Nacional de Estadística y del Observatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad de nuestra Cartera, para la elaboración de una 
serie de indicadores de gestión y de resultados. 


La conclusión a la que ellos pudieron arribar -porque tuvieron que abordar una proyección estadística que no refiere a la metodología 
utilizada y esto, entre los estadísticos, es bien importante para poder discutir este tipo de datos-, como plantea la señora Ministra, es que el 
Comisionado habría utilizado -y en rojo van a ver la proyección del Comisionado Parlamentario- una tasa de crecimiento anual del 10%. 
Nuestra tasa histórica es del 6% y, como también planteaba la señora Ministra, esa tasa del 10% se concentra, fundamentalmente, por el 
impacto de la Ley de Seguridad Ciudadana y por la Ley de Urgencia. 


En verde estaría la proyección -conservadora, por cierto- de que la población carcelaria va a seguir aumentando en un 6% anual, de 
acuerdo con el crecimiento histórico que muestran nuestras estadísticas. 


Sin embargo, en el último año se ha dado un proceso de enlentecimiento en el crecimiento de la población reclusa, que muestra que 
en el año 2007 la tasa de crecimiento fue del 5%. Este sería el escenario de proyección más real que los técnicos nos han mostrado. ¿Por 
qué? Porque a partir del año 2005, independientemente de las liberaciones que la Ley de Humanización provocó -que, obviamente, se 
agotaron en sí mismas- y que disminuyeron en términos absolutos la población, hay otras normas que empiezan, en forma progresiva, a 
generar determinado impacto. Me refiero, fundamentalmente, a las libertades por redención de la pena; en la medida en que se puedan unificar 
los criterios por parte de los Magistrados y se empiecen a aplicar retroactivamente -como ya comenzaron a aplicarse-, van a implicar 
liberaciones anticipadas porque, de hecho, van a llegar más rápidamente al cumplimiento de la condena o al momento para solicitar la libertad 
anticipada; a las libertades que se otorgan por las dos terceras partes de la pena, y a la prisión domiciliaria. Todo esto sería considerando - 
según los técnicos expertos en el tema- las modificaciones legislativas que ya tenemos. 


En el caso de considerar lo que ellos llaman supuestos, donde la legislación va a generar, de alguna manera, la consagración del 
Derecho Penal como último recurso -nos referimos fundamentalmente a un cambio en el proceso penal, donde la prisión preventiva no sea una 
regla sino una excepción-, el supuesto comienza a ser mucho más favorable. Este porcentaje del 5% debería haberse abatido y podríamos 
estar hablando de un crecimiento de entre un 3% y un 4%. 


Nos parecía importante mostrar lo que tenemos hoy. Estamos valorando supuestos favorables en materia de modificación 
legislativa. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una pregunta sobre la diapositiva anterior. Allí se muestra una tendencia relativamente gradual, pero el lío 
está en el año 2002. Entonces, permítame una reflexión en voz alta, señora Ministra. Ese año no está en el mapa de nadie. Con todo respeto, 
está bien que se nos planteen supuestos -aprendemos mucho de estadística-, pero las variables deben estar referidas al año 2002. Esto lo 
digo con todo el cariño y el respeto que le tengo a la señora Ministra y al Comisionado Parlamentario. Es muy difícil hacer una proyección a 
mediano y largo plazo con los supuestos del Poder Ejecutivo; con toda franqueza, pienso que es un asunto en el que se ha aplicado una 
relativa futurología. 


Recuerdo cuando discutíamos la Ley de Seguridad Ciudadana, de la que muchos de nosotros votamos buena parte de sus artículos, 
y la tarea de Daniel Díaz Maynard puliendo aquella argumentación. Yo fui Miembro Informante de aquella ley, y buena parte del Parlamento la 


votó porque creíamos, en aquel momento, que por ahí había una corriente que, eventualmente, podía mejorar la cosa. 
Lo digo brevemente y con mucho respeto: es muy difícil hacer una proyección a mediano y largo plazo. 

SEÑORA RODRÍGUEZ.- Estoy de acuerdo con eso. 

SEÑORA MINISTRA.- Es muy difícil hacer una proyección porque esto es muy discutible. 

SEÑOR ABDALA.- Queda claro que nadie pensó en el 2002, y en ese año se produjo una explosión. 


SEÑORA MINISTRA.- Por eso mismo planteo este momento de evaluación, porque decir públicamente que para el 2015 vamos a tener no sé 
cuántos presos y crear una determinada sensación en la opinión pública, profundizada por los efectos de la prensa, sin un sustento científico 
realmente profundo, no me parece algo adecuado. Esto no es una crítica sino que, por el contrario, se trata de una reflexión que vengo a 
compartir con todos ustedes. No estoy afirmando que mis estadísticas son las mejores, sino que digo: ¡qué difícil que es esto! ¡Qué difícil de 
interpretar y de tomar como verdad revelada y única! ¡Qué cuidadosos que hay que ser a la hora de dar datos para no generar una conmoción! 
Considero que a la hora de aprender tenemos que ser muy responsables. Aclaro que tengo un enorme respeto por el doctor Garcé -con quien 
he conversado muchas veces-, pero me extraña que la única solución para el hacinamiento carcelario que se proponga en el informe sea la 
construcción de más plazas. Realmente me llama la atención porque lo conozco y sé de su pensamiento. Me parece que hay otras medidas 
que pueden colaborar en este tema y que estaban reflejadas en la propia ley de humanización como, por ejemplo, el trabajo de las dos 
Comisiones que están funcionando, tanto la que preside el doctor Cairoli, de reforma del Código Penal -quien, según me informó, ya presentó 
su primer informe al Senado de la República-, como la del Código del Proceso Penal, cuyo Secretario, el doctor Jorge Rivera, me informó que 
para el mes de junio el trabajo estaría listo. Obviamente, todos estos elementos van a incidir en las estadísticas que manejamos y qué decir de 
lo que puede llegar a incidir la consideración por parte de los parlamentarios de una reformulación de la ley de penas alternativas a la pena de 
reclusión. 


Con respecto a esto, quiero informar a los integrantes de esta Comisión, que hace un año presentamos al señor Comisionado 
Parlamentario esta iniciativa, pero todavía no hemos recibido comentario alguno. Entonces, en el día de hoy nos tomamos el atrevimiento de 
traerles un borrador de esa propuesta, porque estamos convencidos de que es una de las maneras de incidir también en el descenso del 
hacinamiento carcelario. Voy a entregar las copias de este material que, además, hemos escrito con distintos colores para que puedan 
observar qué se mantiene y qué ha cambiado. Evidentemente, nos interesa tanto su opinión como la del señor Comisionado Parlamentario 
sobre el Sistema Carcelario. Por todo esto, reitero, nos llama la atención que la única propuesta sea la construcción de nuevas plazas. 


Tal como lo fundamenté cuando fui Miembro Informante de la ley de humanización -aclaro que revisé y releí mi exposición porque, 
como todos saben, los años no vienen solos y uno se olvida-, pienso que la solución del hacinamiento no es la construcción de nuevas plazas 
sino que es necesaria una transformación total del sistema penal de nuestro país. En ese sentido, me gustaría que los señores parlamentarios 
pudieran dar su opinión sobre este borrador, que no fue elaborado en solitario, sino que se hizo dentro de una Comisión integrada por la 
Suprema Corte de Justicia. Para nosotros eso sería algo muy importante y, además, ayudaría muchísimo. 


Voy a intentar abreviar un poco mi exposición porque soy consciente de que tenemos muchos temas sobre la mesa, pero quisiera 
mencionar los que entiendo más críticos. Debo decir que se han hecho algunas observaciones sobre el número de nuestro personal 
penitenciario y sobre algunos problemas. 


Quiero ser muy sincera, como lo fui la vez pasada: nos cuesta muchísimo lograr completar las 480 vacantes que se nos asignaron 
para personal penitenciario, a tal punto que tuvimos que reducir -y ustedes lo saben- las condiciones de ingreso. Además, abordamos los 
números y podemos decir que tenemos 280 contratados. Tuvimos que reordenar el desorden que encontramos, pues tenemos Abogados, 
Agentes de 2*, Médicos, Agentes de 1?. Para reorganizar ese lío, tuvimos que hacer muchos contratos y recién en el día de ayer pudimos 
firmar 70 ingresos más para el sistema penitenciario. De alguna manera, fuimos nosotros los que fundamos lo que, modestamente, llamamos 
“escuelita”, en donde se dicta un curso especial para los ingresos, que tiene una parte penitencial y otra policial. Por suerte, estuvimos 
hablando hace dos días con el señor Embajador de Alemania y nos manifestó que quiere, a través de la ONG SERPAJ, formular un proyecto 
para formar a nuestros funcionarios en derechos humanos; y eso nos parece bárbaro. Si no me equivoco, el martes próximo María Noel 
Rodríguez va a mostrar nuestra “escuelita” al señor Embajador. 


Todos los esfuerzos son pocos y creo que sería bueno que esta Comisión y el señor Comisionado Parlamentario colaboraran en 
concretarlos, y que no sólo se ocupara de esto el Ministerio del Interior. Me refiero a buscar apoyos del BID, de la Comisión Andina de 
Fomento, etcétera. Sabemos que la ley los faculta para colaborar en ese sentido con nosotros, para que no estemos tan solos como a veces 
nos ocurre. Hacemos todo esto porque es nuestra responsabilidad -y lo tenemos que hacer-, y no nos vamos a disculpar por las cosas que 
entendemos son críticas y que todavía tenemos que mejorar. 


SEÑOR ABDALA.- Con la sinceridad con la que nos manejamos con la señora Ministra desde hace muchos años, le pregunto si no dialogan 
con el señor Comisionado Parlamentario. 


SEÑORA MINISTRA.- He recibido todos los llamados telefónicos y todas las visitas que me ha solicitado el señor Comisionado Parlamentario, 
en el mismo momento y en el día en que me los ha formulado, pero tengo que tener mis respetos, pues no soy yo quien debe marcarle lo 
relativo a las formas. El Comisionado Parlamentario tiene autonomía absoluta y si tiene que responder ante alguien, debe hacerlo ante el 
Parlamento, que es su mandante. Sería un atrevimiento de mi parte sugerirle algo al señor Comisionado Parlamentario. Voy a contarles una 
anécdota. Cuando él decidió concurrir al departamento de Rivera por un hecho de notoriedad, discrepé fuertemente con ello. Hablamos por 
teléfono y cuando el Comisionado Parlamentario me fundamentó su posición le dije: “Mira, Álvaro” -tenemos mucha confianza- “no tienes nada 
que fundamentarme, pues tú a mí no respondes. Yo te doy mi opinión, tengo opinión sobre el tema y tengo la libertad de darla, pero tú eres 
absolutamente libre.” Ese es nuestro nivel de relación. Cuantas veces el Comisionado Parlamentario ha tenido que concurrir a mi despacho a 
conversar o ha tenido que llamarme por teléfono, ha tenido un canal de comunicación absolutamente abierto, pero es cierto que él tiene el 
acento de preocupación -no es una crítica- muy centrado en el sistema carcelario y en los reclusos. Tal vez -por eso digo que también 
podemos evaluar- lleva a cabo lo que le confiere la ley en el inciso G) del artículo 1%, que refiere a la posibilidad de comunicarse con todos los 


organismos públicos y privados -como lo hacemos nosotros con el BID-, pero no tengo información al respecto y desconozco absolutamente si 
es así. 


Es verdad que nuestros funcionarios tienen sus limitaciones, pero hay que saber que el sueldo promedio de éstos es de $ 7.550 
aproximadamente y con un horario promedio de 84 horas. Además, la relación preso-policía está por encima de los estándares internacionales. 
En el Penal de Libertad -que ya sabemos es el de más riesgo- tenemos un funcionario cada quince presos, cuando el nivel internacional nos 
indica que deberíamos tener uno cada cuatro. En el COMCAR tenemos un funcionario cada sesenta y cinco presos de día -en el horario de la 
noche es mayor ese número: uno cada cien-, cuando el estándar internacional nos indica que deberíamos tener uno cada veinte. Y somos 
conscientes de estas cosas y de las limitaciones de formación. Entonces, a veces ciertas cosas que son interpretadas como mala voluntad, 
obstáculo o falta de celeridad en las respuestas, se deben a estas situaciones concretas que viven nuestras jerarquías, oficiales y subalternos. 
No estoy disculpando nada, sino expresando que siempre es mejor hacer una afirmación teniendo en cuenta el contexto, porque resulta más 
veraz y más entendible; de lo contrario, puede resultar dramático. Y esta es una realidad que debemos tener en cuenta en lo que hace a un 
tema que sé que es muy sensible -estoy tratando de ser breve, ya que tendría muchas cosas para decir, pero voy a enviar la información por 
escrito-, que tiene que ver con nuestra relación con el Comisionado. Digo esto aprovechando la inquietud del señor Legislador Abdala. 


El 23 de noviembre de 2007 tuvimos que librar la orden de servicio N* 2107 -que tengo en mi poder para que todos la puedan 
observar- porque necesitábamos recomponer la vía del mando. Nosotros tenemos la responsabilidad de rendir cuentas frente a las 
recomendaciones que formula el Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario. Además, tenemos la obligación, como jerarca, de 
controlar que nuestros funcionarios contesten las recomendaciones y pedidos de informe en tiempo y forma. En estas carpetas de los años 
2007 y lo que va del 2008, tenemos el registro exacto de cada pedido de informe y de cada recomendación, pero tuvimos que recomponer la 
vía del mando porque a veces llegaban directamente al Director de la Cárcel de Salto y nosotros no nos enterábamos. ¿Y cómo podemos 
hacer para controlar si no nos enteramos? ¿Cómo podemos saber si nuestra gente está haciendo lo debido para cumplir con la 
recomendación del Comisionado Parlamentario si no nos enteramos? Reiteramos los plazos -aquí lo pueden ver- y, además, en el numeral 3" 
de esta orden seguimos manteniendo la posibilidad de que el Comisionado Parlamentario, ante situaciones urgentes, lo pueda hacer en forma 
verbal. No entendemos que esto sea un obstáculo para el funcionamiento, sino un orden. Esta documentación está a disposición de los 
señores Legisladores para que, si lo desean, la puedan fotocopiar. Aquí está cada recomendación, con el seguimiento preciso de cada una de 
ellas, y por ello hoy podemos dar cuenta. No queremos vivir episodios confusos, con versiones diferentes de que “me recomendaron”, de que 
“no me recomendaron”, de que se produjo un traslado y no se sabe por qué se hizo. Esto nos pone en situaciones muy enojosas a todos. Es 
más, a veces lo ponen en esas situaciones al señor Comisionado Parlamentario, ya que lo quieren involucrar, según él manifestó en varias 
entrevistas conmigo, lo cual tiene que estar salvado. Pero también tiene que estar salvada la indefensión en la que un oficial al mando de 
alguna cárcel puede quedar si no tenemos un oficio que nos establezca una orden precisa que haya dado el Comisionado, una recomendación 
o un pedido de informe. No podemos dejar a nuestros oficiales en la indefensión cuando deben tomar una media y no tienen en qué 
respaldarse. Yo debo tener el control, porque debo responder a sus informes. Si no tengo el control y el conocimiento, ¿solo me voy a enterar 
a través del informe anual? ¿Cómo hago un seguimiento, un monitoreo y tengo estos biblioratos ordenados en forma precisa, si no se 
recompone la vía del mando? Por favor, quiero que se descarte la hipótesis que aparece en el informe del Comisionado Parlamentario, que 
dice que se trata de una intención de obstaculizar y trancar. Por el contrario, tenemos prevista una nueva reunión con todos nuestros mandos, 
para volver a explicar -quizás explicamos mal-, y queremos que esté presente el Comisionado Parlamentario y que hable con el Director de 
Cárceles, para ver realmente qué pasó con esta orden. Además, tuvimos esta conversación mano a mano con el señor Comisionado en mi 
despacho, el mismo día que me la pidió. Creí haber dado bien las explicaciones -aunque parece que no-; incluso, llegamos a un acuerdo 
verbal -no grabé la conversación- y le manifesté que esto no tenía nada que ver con una voluntad de obstaculizar sino que, por el contrario, se 
trataba de llevar un registro preciso. 


No quiero aburrir a los señores Legisladores, pero puedo señalar que tenemos guardado el registro y el seguimiento de las 
recomendaciones del año 2005 y 2006 y, si lo desean, se las podemos fotocopiar. A pesar de haber cumplido -como el propio Comisionado 
Parlamentario reconoce- con el cien por ciento de las observaciones y recomendaciones de 2006, seguimos haciendo la evaluación hasta este 
año 2008. Nosotros necesitamos esto para tener un orden. No podemos trabajar en la dispersión y el caos porque tenemos un sistema 
carcelario enorme y disperso. 


Con respecto a las recomendaciones, además de tener la necesidad de este orden, honestamente quiero señalar -lo digo con el 
Cariño que tengo por la gran mayoría de los señores Representantes con los que he podido trabajar durante más tiempo- que una cosa que 
también nos preocupa es el equilibrio que hay entre las recomendaciones. En ese sentido, voy a solicitar la ayuda de la doctora Rodríguez, 
que es quien maneja mejor los biblioratos. Consideramos que el tenor del pedido de las recomendaciones es un aspecto muy importante. 


El Comisionado ha realizado recomendaciones importantísimas como, por ejemplo, la 122/07 -de la que podemos hacer una copia-, 
en la cual nos informa sobre amenazas de muerte a un recluso del penal y a su familia y el cobro de varias sumas de dinero bajo ese tipo de 
amenazas. Esto fue crucial para nosotros -y mucho lo agredecemos-, porque se pudo dar intervención a la Dirección de Investigación y 
Análisis Penitenciario y fue clave para desbaratarlo. También tenemos la denuncia que figura como Oficio 92/07, sobre la posesión de un arma 
de fuego por parte de un recluso en el Penal de Libertad, lo que nos permitió operar rápidamente a través de la DIAP. 


En conclusión, estas recomendaciones nos parecen absolutamente sustanciales y, reitero, las agradecemos enormemente. Se trata 
de aspectos estructurales -que todos sabemos que suceden- en los que el Comisionado Parlamentario nos debe mantener alerta para poder 
evitarlos. 


Ahora bien, también hay un pedido de informes, identificado como Oficio 033/07, mediante el cual el Comisionado me solicita que se 
le informe si el recluso X -como se sabe, no podemos dar nombres- de Maldonado padece alguna dolencia en su mano izquierda y si la puede 
movilizar. Asimismo, mediante el informe 223/07 -que está a disposición de los señores Representantes- se solicita se informe si el recluso X 
de Canelones está recibiendo la medicación para los hongos de los pies. No estoy diciendo que esto sea menor, pero me parece que sería 
muy importante que llegáramos a un acuerdo para racionalizar este sistema. Y voy a hacer una referencia, acordándome del Diputado doctor 
Daniel Díaz Maynard, porque una de las fuentes de inspiración que él utilizó fue la del Procurador Penitenciario de la Argentina. Invito a los 
señores Legisladores a que lean su informe, que está en la Web. Es realmente duro, pero tiene solo cuarenta recomendaciones, muy fuertes, 
de alcance general, que abordan, por ejemplo, vulneración de diversos derechos humanos, seguridad, vida, libertad sexual de los reclusos, 
integridad, honor, etcétera. Y tiene cuarenta y una opiniones brindadas ante el Poder Judicial «desconocemos si en el Uruguay el Comisionado 
las hace-; veinte denuncias penales -tampoco sabemos si aquí las hay- y un habeas corpus. Aclaro que no estoy haciendo una crítica; me 
parece que es un rol nuevo, importantísimo, que debe tener el apoyo de todos nosotros, pero de alguna manera también tenemos que evaluar 
estos desequilibrios. 


Quiero también referirme rápidamente al informe sobre violencia intracarcelaria, que es otra de las partes muy fuertes de este 
documento, en donde se hacen aseveraciones que en algunos casos compartimos y en otros no. Fundamentalmente, el documento dice que la 
información es inexistente o fragmentada, e incluso hace aseveraciones muy fuertes; por ejemplo, se dice que no hay información sobre 
autoagresiones e intentos de autoeliminación de internos. Se afirma que el hecho de no tener un registro sistematizado de internos que se 
autoinfieren lesiones, o de los intentos de autoeliminación, es un indicador de la naturalización de estos hechos que venimos describiendo. 


En realidad, es una afirmación un poco fuerte en el sentido de decir que a nosotros no nos importa nada y que además no tenemos 
información. Creemos que esto es muy equivocado. La DIAP, dependiente de la Dirección Nacional de Cárceles, tiene toda la información; 
incluso, la vamos a dar ahora y vamos a discrepar en más con el Comisionado Parlamentario, porque las cifras que él maneja son menores a 
las que tenemos nosotros. 


Venimos a esta Comisión a decir la verdad: para nosotros hay más muertos que los que figuran en el informe. No voy a detenerme 
ahora en este tema porque no quiero aburrir a los señores Legisladores, pero voy a dejar toda la documentación. También tenemos la 
información de las autoagresiones, de las autoeliminaciones, de los intentos, etcétera. Pero hay un capítulo que me preocupa en el informe: 
me refiero a la afirmación de que los homicidios con armas de fuego fueron a manos de reclusos. Esto es falso. Tengo aquí el informe, que 
dice que en el año 2005 fallece un recluso por arma de fuego en un procedimiento a cargo de la Policía Técnica de la ciudad de San José. En 
el año 2007 fallece un recluso en el Centro N* 1 por arma de fuego en una salida transitoria. Ese mismo año, en la cárcel de Rivera fallece un 
recluso por arma de fuego tras un intento de fuga; como los señores Legisladores saben, en este caso se está llevando adelante una 
investigación por parte de la Fiscalía de Policía, porque hay aspectos dudosos. En el 2007 fallece un recluso del COMCAR por arma de fuego 
en un procedimiento policial en salida transitoria y en el 2007 en el COMCAR fallece un recluso por arma de fuego abatido por un funcionario 
militar porque pretendió fugarse; lo hirió y mató la guardia militar. No hubo ningún caso a manos de reclusos, aunque sí las muertes por arma 
blanca. 


Me parece que debe quedar claro que el 100% de las muertes que tuvieron lugar en nuestros establecimientos pasaron a la Justicia - 
no como dice en el informe- y están aclaradas. No falta aclarar absolutamente ningún homicidio. Además, nosotros tenemos información en 
forma periódica; seguramente el señor Legislador Moreira sabe que el Director Nacional de Policía, a través del ESMACO, informa diariamente 
de todo lo acaecido a la señora Ministra y al señor Subsecretario. Si la información se hubiera solicitado por los canales correctos, estaría - 
como está hoy- a disposición del Comisionado Parlamentario y de ustedes. 


Lamentamos que en el informe no aparezca una situación que yo ya comuniqué en esta Comisión y que nos preocupa mucho, 
referente al permanente ingreso y consumo de droga por parte de nuestros reclusos. Ya sea por el excesivo consumo, como por la abstinencia, 
la violencia se ve incrementada, y este es un tema determinante que hay que tener en cuenta. Por suerte, como habíamos informado, 
comenzamos a poner en práctica nuestra pequeña experiencia piloto con los reclusos primarios con adicción, y esperemos que nos dé buen 
resultado, pero esto amerita una discusión más profunda con la Junta Nacional de Drogas, con la Cátedra, con la Academia, para ver la 
Manera adecuada de abordar esta nueva realidad. Esto no aparece mencionado en el informe y para nosotros es un problema crucial porque 
el número de capturas que hemos hecho es alto. En el 2007 capturamos 4 kilos de marihuana, 442 gramos de pasta base y 288 pastillas de 
psicofármacos, y a raíz de eso fueron procesadas once personas entre reclusos, visitas y policías. No tenemos la menor duda de que este es 
un gran problema que incide directamente en los temas de violencia intracarcelaria y estamos muy preocupados. 


En el informe, así como personalmente, el Comisionado Parlamentario ha mostrado preocupación por la revisación a las visitas, pero 
nosotros tratamos de hacerlo de forma impersonal y ajerárquica. Estamos elaborando un reglamento estricto para realizar las requisas y las 
revisaciones a las visitas respetando sus derechos, su honor y su dignidad -invitamos al señor Comisionado para que participara de esa 
elaboración y realmente nos hubiera gustado que viniera-; ya estamos en el proceso de finalización y apenas lo tengamos pronto lo vamos a 
enviar para que los señores Legisladores también den su opinión. De todas maneras, todos vieron en la televisión a un grupo de madres de 
reclusos que se quejaban por la alimentación y porque no las dejaban pasar alimentos y paquetes, pero lo que nadie aclaró es que la señora 
que lideraba el grupo está procesada por entrar droga al penal. Las señoras salieron a hablar muy conmovidas por la situación de las 
requisas, sin embargo, quiero aclarar que pretendemos que las requisas y las revisaciones a las visitas continúen, y vamos a hacer que se 
aplique estrictamente el Reglamento para las inspecciones que se lleven a cabo, respetando los derechos y el honor, pero lo cierto es que todo 
esto es imprescindible. En ese sentido, debo decir que hemos hecho una buena compra  -aunque todavía no es suficiente- de materiales, 
como escáneres para más bultos, detectores de metales, estamos reparando escáneres que se habían roto y esperamos poder adquirir 
detectores de droga a través de este convenio tecnológico que hicimos últimamente. 


No es algo sencillo ni milagroso y me parece que no es justo pedir a esta Administración que arregle en cinco años lo que debió 
atenderse durante décadas. Por supuesto que no estamos conformes, pero creo que hemos hecho avances interesantes. Siempre estamos 
dispuestos a recibir observaciones, así como toda la colaboración del señor Comisionado Parlamentario, de los señores y señoras 
Legisladores que integran o no esta Comisión, pero entendemos que hay aspectos sustantivos que nos van a permitir avanzar mejor. Me 
refiero a que sería muy importante que se pudiera reglamentar la ley del Comisionado Parlamentario para que estos claroscuros 
desaparecieran. Obviamente, el Ejecutivo no puede reglamentar al organismo que lo controla; creemos que es competencia de las señoras y 
señores Legisladores. 


Además, por razones de seguridad y de mínima cortesía, nos gustaría conocer el equipo que conforman los asesores del señor 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario. 


Es algo que hemos solicitado en forma oral y por oficio e, insisto, que por razones de seguridad sería importante saber que quien 
entra a la cárcel invocando ser asesor, realmente se identificara y fuera realmente quien dice ser. Aclaro que mi asesora, la doctora María Noel 
Rodríguez, aunque todos la conocen, al ingresar igual lleva el carné que la identifica. Reitero que es por razones de seguridad, por razones de 
respeto. 


Nosotros no conocemos los nombres de los asesores del señor Comisionado Parlamentario. Debo reconocer que fue un avance del 
Parlamento que, al votar un incremento de $ 975 más el aporte cada vez que un asesor o asesora del señor Comisionado Parlamentario 
concurre a hacer inspecciones, hizo que se incrementaran notoriamente estas visitas. En ese sentido, me parece que fue una medida acertada 
del Parlamento porque es notable el número de visitas que tenemos este año con relación a las que había en años anteriores, a partir del 
incremento salarial. ¡Ojalá pudiéramos tenerlo para nuestros funcionarios! Tal vez también los motivaría un poco más a trabajar. 


Repito que se nos hace necesario conocer el equipo del señor Comisionado Parlamentario; es algo que pedimos por oficio después 
de haberlo hecho muchas veces verbalmente. Remitimos una nota el 31 de enero de este año para pedir, nuevamente, conocer esos nombres. 
Creo que así como el Parlamento ha hecho confeccionar carnés para identificar a los funcionarios del Palacio Legislativo, bien puede hacerlos 
para identificar a estos asesores e insisto en que es por una razón de seguridad. Mañana puede concurrir una persona que no sabemos quién 
es y decir que es asesora, y puede tratarse de un periodista o de un asesino que se quiere vengar de un recluso, pero después, la que deberá 
responder seré yo. Sinceramente, no quiero que esto ocurra. Es una medida muy sencilla hacer conocer la nómina de estos asesores y 
pedirles que porten alguna identificación para un mejor funcionamiento del sistema. 


Sinceramente, tendría mil cosas más para decir, pero en verdad quiero escuchar a las señoras y señores Legisladores. Además, voy 
a enviar al Parlamento un informe pormenorizado por escrito. De modo que estaría finalizando esta intervención, pero antes quiero insistir en 
que me parece sensacional la figura del Comisionado Parlamentario, pues debe existir un tercero imparcial con autonomía técnica que cuide 
los derechos humanos de las personas en reclusión. 


Todos tenemos que aprender, y nosotros, desde el Ministerio del Interior, debemos ser los primeros, pero también tienen que hacerlo 
los parlamentarios, que son nuestros fiscalizadores, y el señor Comisionado Parlamentario, independientemente de quién ejerza esa función, 
pues se trata de un nuevo rol. 


Por supuesto, quedamos a disposición de las señoras y de los señores Legisladores. 


SEÑOR MOREIRA.- Agradecemos la deferencia de la señora Ministra, porque nos parece que este es un tema muy importante, y así lo 
planteamos en la sesión de la Comisión que tuvo lugar hace quince días. En esa instancia pensábamos discutir el contenido del informe, pero 
a pesar de que concurrimos unos cuantos Legisladores, no hubo quórum. 


Hoy escuchamos a la señora Ministra exponer sus propias evaluaciones y consideraciones sobre el contenido del informe que, por 
cierto, es minucioso y refiere a una gran diversidad de reflexiones y puntualizaciones sobre distintos aspectos de la realidad actual del sistema 
carcelario uruguayo. 


La señora Ministra comenzó su análisis planteando su punto de vista respecto al tema de la densidad de la población carcelaria, 
refiriéndose a la cantidad de reclusos existentes cada 100 plazas. Respecto a ese dato, encontramos una gran diferencia cuantitativa con 
relación al informe del señor Comisionado Parlamentario, que plantea que la situación de emergencia sanitaria persiste -recordemos que esta 
situación fue el motivo de la sanción de la Ley N* 17,897- y nombra los establecimientos carcelarios afectados, que son catorce. Señala 
también que una de las causas de esa emergencia sanitaria es el hacinamiento, pero, por cierto, no es la única, porque después pone el 
acento en otros aspectos relacionados con el tratamiento y la vida carcelaria de todos los días. La señora Ministra ha mencionado muchos de 
ellos y ha expresado su particular visión que, en muchos casos, no coincide con la del señor Comisionado Parlamentario. Por otra parte, esto 
no debe llamarnos a asombro, pues la figura del Comisionado se creó para que actuara como los ojos y oídos del Parlamento en el ámbito de 
las autoridades responsables del Poder Ejecutivo en este tema. De modo que el hecho de que existan diferentes puntos de vista no me parece 
negativo ni que sea algo para asustarse. 


No obstante ello, considero que, al margen de las discrepancias, el relacionamiento debería desarrollarse de modo de no perturbar el 
funcionamiento de la Secretaría de Estado, que cumple una función esencial, ni el del Comisionado, que cumple una labor por encargo y 
mandato del Parlamento, tal como lo establece la ley que votamos todos. Creo que también tuvimos una coincidencia total en cuanto al 
nombramiento del Comisionado. Considero que tuvimos un muy buen arranque en ese sentido. Todos pensamos que el instituto es bueno y, 
por supuesto, queremos preservar su buena salud. Es más, creo que a este respecto todas las colectividades políticas sostenemos la misma 
idea. 


Observando los números que nos proporcionara la doctora María Noel Rodríguez -quien no necesita presentación de ningún tipo, 
pues ha concurrido al Parlamento varias veces- en lo que tiene que ver con las nuevas plazas habilitadas, se me ocurre que las proyecciones 
pueden ser dos, tres o diez. Quiero recordar que el número de reclusos, que hoy son muchos porque llegan a 7.600, no ha parado de 
aumentar. 


Además, aquí hay una circunstancia nueva -que no se presentaba desde el año 1985-, que es la liberación anticipada establecida 
por esta ley. Por este motivo se fueron de las cárceles unos 826 reclusos. Afortunadamente hemos tenido muy bajo índice de reincidencia de 
esos reclusos. La señora Ministra nos informaba en otra oportunidad que dicho índice ronda el 18%, cuando el promedio es de 58%. De todas 
maneras, ha habido un aumento importante de la población carcelaria, porque había más de 7.000 reclusos; ese número bajó a 6.400 y ahora 
ha llegado a 7.600. No sé cuántos reclusos tendremos en el año 2015, pero quizás no sea un dato tan importante como el relativo a los años 
2008 y 2009, que son inmediatos y urgentes y nos exigen adoptar las medidas necesarias. 


Por estas razones me deja muy preocupado el análisis que ha hecho el señor Comisionado Parlamentario, pues habla de 
emergencia carcelaria en catorce establecimientos. Todos sabemos que, sin duda, los más graves son los dependientes de la Dirección 
Nacional de Cárceles, es decir, las cárceles de Maldonado, de Rivera, de San José -que es un edificio viejo-, y la de Juan Soler, cuya 
construcción comenzó en el año 1997 y nunca termina de inaugurarse. 


Sabemos que hay nuevas plazas y, en su última concurrencia, la señora Ministra nos habló de las 750 del establecimiento de 
reclusión de Libertad. Pero el problema es que no hay quien cuide a esos reclusos. Si bien vamos a habilitar esas nuevas plazas, no contamos 
con los guardias penitenciarios necesarios. La señora Ministra conoce mi opinión -lo hemos conversado- en el sentido de que no los van a 
conseguir dadas las retribuciones que se les ofrecen. 


Algunas reflexiones del Comisionado son duras en ciertos aspectos, como cuando se refiere críticamente a una de las mejores cosas 
que tuvo la Ley de Humanización de Cárceles, que es la redención de la pena por trabajo y por estudio. Incluso las cifras que menciona en su 
informe en relación con la redención de la pena por trabajo son inferiores -menos de trescientas- a las que nos presentó la señora Ministra el 
año pasado. El Comisionado agrega que esta situación es muy desigual, lo que me alarma; dice que en algunos casos el sistema funciona 
bien, mientras que en otros el funcionamiento es "casi nulo" -esto lo dice textualmente- y que en el año 2007 se otorgaron 104 libertades. Es 
cierto que recién empezamos con este régimen y seguramente este año y el próximo se darán más -ojalá que así sea porque es algo 


necesario-, pero es claro que desde que está vigente la ley tampoco hemos tenido un funcionamiento armónico del sistema. Por eso pienso 
que hay cosas que debemos corregir. 


En lo que hace a la reinserción que se efectúa después de la salida, el informe del Comisionado Parlamentario hace una 
consideración alarmante sobre el Patronato. Expresa que los recursos de los que se ha dotado al Patronato y a los Patronatos 
Departamentales son ínfimos -por supuesto que estoy repitiendo lo que leí de ese informe y no conozco las cifras de otra fuente- y agrega que 
no hay técnicos en los Patronatos Departamentales. 


Reconozco que el tipo de delincuente que hay en el interior es muy diferente al de las grandes cárceles que dependen de la 
Dirección Nacional de Cárceles, y quizás por eso la rehabilitación en los departamentos del interior sea más fácil. De todos modos, este 
informe está señalando un retroceso en la acción de un Patronato que trabajó muy bien en la contención de los reclusos liberados por la Ley 
de Humanización de Cárceles, pero parece no tener la misma eficiencia en relación con las salidas en régimen general, dictadas por nuestra 
Justicia ordinaria. Digo esto porque si estamos con un índice del 58% de reincidencia, ¡vaya si tenemos un problema de seguridad! Me imagino 
que a la señora Ministra esto la debe preocupar, porque si tenemos 7.600 presos y el 58% sale a robar al otro día, estamos hablando de 4.000 
personas a las que no estamos rehabilitando. 


Ahí hay un problema. No dudamos de que este es un tema que lleva décadas, pero ahora la responsabilidad es de la señora 
Ministra. Cuando estábamos nosotros había 2.791 reclusos, de acuerdo con lo que el Comisionado Parlamentario dice aquí. 


Entonces, nos preocupan esas cosas: el personal penitenciario, el régimen de progresividad y la falta de categorización, siendo este 
otro aspecto en el que el Comisionado hace mucho hincapié; es decir que a veces hay problemas hasta en la separación por sexos por las 
deficiencias locativas de algunas cárceles. 


Asimismo, el Comisionado marca la falta de categorización por edades, así como la diferenciación entre primarios y reincidentes, y 
entre procesados y penados. 


En cuanto a la tasa de “prisionización”, las cifras que él da hablan de que va en constante aumento. En lo que refiere a las 
condiciones de los grandes establecimientos, puedo decir que estuvimos en el COMCAR y lo sabemos. Asimismo, dice que hay tres 
pabellones en estado ruinoso y que las condiciones de higiene -esto lo vimos y lo comprobamos- son deplorables. Habla de que en el Penal de 
Libertad hasta falta agua, por lo que se lavan los dientes con el agua de las cisternas. Con respecto al famoso pabellón de acero, señala que 
es absolutamente inhabitable; debo aclarar que no lo conozco y me gustaría conocerlo, aunque no sé si ello es posible. He ido al COMCAR 
pero no al Penal de Libertad. 


SEÑORA MINISTRA.- Puede hacerlo cuando quiera, señor Legislador. 


SEÑOR MOREIRA.- Considero que nada es mejor que ir a un establecimiento carcelario para tomar cabal conciencia de cómo son las 
condiciones de reclusión. 


El Comisionado marca que las condiciones del Penal de Libertad son realmente muy malas, casi inhumanas. Por su parte, las del 
COMCAR también lo son; el hacinamiento allí es una constante. Hay casi 3.000 reclusos -más precisamente 2.900- en una cárcel que 
inicialmente fue construida para 1.200; luego se ubicaron allí 1.500 y así se fue llegando al número actual. 


Entonces, me da la impresión de que la situación de hacinamiento persiste y, además, las pésimas condiciones de reclusión. Digo 
esto porque no se trata solamente del hacinamiento, sino también de las condiciones generales del establecimiento; es decir, lo sanitario, lo 
alimentario, etcétera. Por lo menos, el informe contiene apreciaciones muy críticas en esos aspectos, como que no adelantamos en esa 
materia. 


Al margen de esto, digo y reitero que este no es un tema fácil. Espero que puedan asignar estas nuevas plazas de Libertad y que 
haya gente para cuidar. Sinceramente, hace tiempo que vengo diciendo que la tarea más dura de la Policía nacional es la del guardia 
penitenciario. 


SEÑORA MINISTRA.- Sin duda. 


SEÑOR MOREIRA.- Es la más insalubre de todas; esto lo dijo el propio Director de Cárceles cuando señalaba que lo habían mandado al 
Penal de Libertad, creo, en una época pretérita. Es muy cierto que por $ 7.500 nadie quiere trabajar de guardia carcelario, porque eso es 
horrible: están presos igual que los otros, y los que vienen del norte creo que pasan una semana allí. Como decía, están presos igual que los 
reclusos y comen casi lo mismo, o un poco mejor. 


Entonces, dudo que podamos conseguir gente idónea para trabajar allí; pienso que quienes lo hacen son unos héroes. Me da la 
impresión de que debemos dar un giro radical a esto, al margen de que se construyan nuevos establecimientos carcelarios. 


Esta no es la única recomendación, señora Ministra, que hace el Comisionado Parlamentario, porque aquí he visto varias 
recomendaciones generales, entre las cuales podemos encontrar la creación del Instituto Nacional de Rehabilitación, la priorización a las 
mujeres privadas de libertad, etcétera. Quiere decir que la construcción de nuevas cárceles no es la única recomendación que hace. 


También habla de una adecuada inversión en el sistema, que contemple aspectos edilicios y sanitarios, así como aumentar las 
partidas de gastos de funcionamiento para mejorar la alimentación, mecanismos de auditoría y contralor interno, evaluar las carencias que 
afectan al personal penitenciario en número, remuneración y beneficios, etcétera. Reitero que hace muchas recomendaciones, no sólo 
aquélla. 


SEÑORA MINISTRA.- No dije eso, señor Legislador. Con respecto al hacinamiento carcelario sí se nombró esa sola opción: construir. 


SEÑOR MOREIRA.- Mi intención no es dialogar; estoy realizando una serie de reflexiones para que la señora Ministra pueda hacer las suyas. 


En lo relativo a la orden de servicio, el Comisionado hace una consideración severa y eso en parte nos preocupa. Aclaro que no 
había visto esta orden de servicio, y en cuanto a la ley, creo que es un instituto nuevo que no es de fácil aplicación. Quienes conocen el 
Ministerio del Interior, quienes revistan en él, saben que es un instituto vertical y no será fácil que acepten que llegue un alumno nuevo y les 
pida un informe o les recomiende qué hacer. Todos sabemos que eso en la práctica no es fácil. Considero que no podemos quedarnos con la 
teoría, ya que sabemos que los policías no están consultando las leyes todos los días y no son parlamentarios como nosotros. La ley habla de 
formular recomendaciones a las autoridades carcelarias, y como la señora Ministra es quien gobierna todo el Instituto, el concepto de autoridad 
se puede llevar hasta el número uno que está ocupado por el titular de la Cartera. Si observamos el texto de la ley, nos queda la impresión de 
que quizás está dirigida al Director de Cárceles o al Jefe de Policía del departamento. Esto podría darle mayor agilidad al proceso, porque si 
alguien pide un traslado por razones de salud, porque está siendo agredido constantemente o porque se lo amenaza de muerte, es evidente 
que no puede esperar treinta días, puesto que puede morir por una enfermedad o como resultado de una agresión. 


También el artículo 13 habla de la negativa y de las posibles sanciones, pero imagino la situación que se le debe haber presentado a 
la señora Ministra ante la molestia de sus subordinados, quienes deben haber pedido instrucciones. Entiendo que compatibilizar todo esto con 
la urgencia de algunos pedidos no es fácil, porque como decía la señora Ministra, si a un recluso se lo está amenazando de muerte o tiene que 
vivir la circunstancia de que otro preso de la celda de al lado lo esté esperando todos los días con un facón para salir al patio, no se puede 
aguardar a que la orden pase por los mandos. 


Reconozco que esto es algo difícil y me preocupa que el Comisionado haya afirmado que su informe demoró porque la Dirección de 
Cárceles no le remitió información o lo hizo en forma parcial, y que algunas dependencias directamente no lo hicieron. Aclaro que simplemente 
estoy reiterando sus expresiones. Esto sí me preocupa porque para que esto funcione es necesario que exista la debida celeridad. 


Si bien las funciones de la señora Ministra y las del comando del Ministerio del Interior son diferentes en lo que tiene que ver con la 
relación con el Comisionado, quizás por la vía de la reglamentación de la ley deberíamos lograr -podríamos ponernos a trabajar en eso- que 
ese relacionamiento permita obtener un resultado que dé las garantías que aseguren la autonomía del Comisionado y, a su vez, el 
funcionamiento de un instituto vertical como el Ministerio del Interior. En ese sentido, considero que estos encuentros son buenos. 


En lo personal, tengo la impresión de que el Comisionado está trabajando mucho y bien, dado que el informe da cuenta de un gran 
conocimiento del tema. Se podrá discrepar con parte del contenido pero, sin duda, demuestra un conocimiento profundo del sistema y de los 
establecimientos carcelarios. Él habla del número de visitas, de las recomendaciones y de los pedidos de informe que ha hecho. Reitero que 
considero que está cumpliendo con su tarea, más allá de que se planteen enfoques distintos y diferencias en las proyecciones. 


Vuelvo a decir que sigo muy alarmado por el aumento de la población carcelaria en nuestro país. Lo que sucede es que no cesa de 
crecer y recuerdo que cuando se comenzó a analizar el proyecto de ley de humanización, el objetivo era bajar el número de reclusos. El 
planteo del proyecto de modificación de penas alternativas quizás pueda ser una solución, pero me parece que la señora Ministra no tiene por 
qué esperar a que el Comisionado dé su visión. Entiendo que podríamos analizar la propuesta en este ámbito puesto que es un tema 
importante, como también lo es el relativo al nuevo sistema de monitoreo electrónico, cuya licitación creo está en curso. Quizás todas estas 
posibles soluciones podrían mejorar la situación. 


Simplemente, quería hacer esas reflexiones, porque el informe contiene muchos aspectos, refiere a diversos temas y muestra que 
hay cosas que no parecen haber evolucionado de la forma en que nosotros pensábamos, al margen de que se hayan habilitado esas nuevas 
plazas en una vieja cárcel. Reitero que en el COMCAR y en Libertad la redención por trabajo es imposible de hacer; me refiero a un trabajo 
que sea tal -porque otra cosa es llevarle la comida a los presos- y sirva como experiencia para formar gente que, en general, nunca trabajó en 
su vida. Entonces, a veces el problema no pasa por tener más plazas, sino por tener establecimientos carcelarios adecuados para la 
rehabilitación, que es lo que no tenemos. Aquí los establecimientos son viejísimos. Salvo el COMCAR, que es nuevo pero está destruido, 
muchas de las cárceles son muy viejas. Incluso, el informe habla de la época en que fueron construidas algunas cárceles muy viejas del 
interior. Me gustaría saber qué ocurre con el tema de las concesiones de las cárceles que se van a hacer en el nuevo régimen, como la de 
Maldonado y el COMCAR. Quisiera ver cómo está avanzando ese proceso. 


En cuanto a otros aspectos, la señora Ministra ha realizado determinados planteos que responden a su visión de las cosas, pero 
simplemente quería dar cuenta de nuestra preocupación respecto de algunas de las conclusiones de este informe del Comisionado 
Parlamentario. 


SEÑORA MINISTRA.- Voy a hacer uso de la palabra muy brevemente, porque me parece que el tema da para realizar otra comparecencia 
cuando traigamos por escrito todo esto y podamos seguir discutiendo al respecto. Justamente, si al señor Senador le preocupa el crecimiento 
constante de los reclusos y reclusas, se puede imaginar cuánto me preocupa a mí; me preocupa muchísimo. 


Por eso, me parece que es muy bueno que tengamos estos encuentros y que pudiéramos tener otros abordando en profundidad las 
razones por las cuales el Uruguay tiene esta altísima tasa de reclusos. Si no recuerdo mal, dentro del panorama de América Central, América 
Latina y el Caribe, Panamá se encuentra en primer lugar, Chile en segundo término y Uruguay en tercer lugar. 


Por mi parte, me gustaría llevar adelante una discusión en profundidad con los señores Legisladores y con el señor Comisionado 
Parlamentario -que sabe un montón de estos temas- sobre cuáles son las razones por las que nuestro país tiene esta altísima tasa de 
“prisionización” que lo coloca en tercer lugar. Tal vez estas son las cosas que podríamos promover y es por eso que estamos en contacto con 
las Comisiones de reforma del Código Penal y del Código del Proceso Penal, con el BID y con la Comisión Andina de Fomento, para que 
colabore con nosotros a fin de hacer un diagnóstico. Esto es, precisamente, porque nos preocupan muchísimo estas cosas y nos parece que la 
mejor contribución que se puede hacer son las discusiones en profundidad, solventes desde el punto de vista técnico. 


Agradezco una y mil veces la visión crítica fundamentada, profesional y profunda, porque me permite aprender y crecer. Pero hay 
que completar la información. El señor Legislador dice que le preocupa el tema del patronato y expresa claramente que es verdad lo que 
señala el señor Comisionado Parlamentario en cuanto a que están prácticamente en orfandad. Al respecto, me gustaría dar algunos datos. 


Antes de la Ley de Humanización, el Patronato del Encarcelado y del Liberado contaba con un presupuesto de $ 1:700.000. Luego de la ley se 
incrementa a $ 3:600.000 y a partir de enero de este año aumenta a $ 5:600.000. 


Reconozco que tenemos un gravísimo problema contra el cual hemos peleado mucho y no podemos solucionar. La ley otorga veinte 
pases en comisión para reforzar técnicamente al Patronato. Y con enormes esfuerzos en el día de hoy terminé de firmar uno del INAU y he 
conseguido solamente diez personas. La gente no quiere venir, esto lo reconozco. Y tiene razón el señor Legislador en cuanto a que este tema 
es preocupante, y por algo he comunicado públicamente que mi prioridad en esta Rendición de Cuentas es tratar de incrementar el salario de 
los policías, porque de lo contrario, no tengo solución y esto lo tengo más que claro. Esta es una discusión que nos deberemos dar en el 
equipo de gobierno y, según lo que resulte, acataré y defenderé mi posición. Por supuesto, daré mi opinión y la voy a defender. En la mesa 
tripartita, donde está el Círculo Policial Penitenciario, los agentes penitenciarios me han planteado, una y mil veces, tener su actividad 
bonificada y, teóricamente, tienen razón. Pero parece que hay cosas que las descubrimos en el 2008. ¿Antes no sabíamos nada? Hay que 
cubrir el gasto y no queremos incrementar y explotar el gasto público, sino que tenemos que tener las cuentas equilibradas, como muy bien 
nos enseña el señor Ministro de Economía y Finanzas, y yo estoy de acuerdo con él. 


Veremos qué es lo que resulta de la discusión, pero mi prioridad va a ser el tema de los salarios. Si estoy exigiendo una función, 
tengo que tender a remunerarla lo mejor que pueda, y en eso estoy totalmente de acuerdo. 


Además, podría explicar rubro por rubro, pero no quiero aburrirlos con cifras y números que después les van a llegar por escrito. Por 
ejemplo, les puedo hablar de los incrementos en alimentación, los cuales han sido absolutamente significativos. El problema es que no deja de 
crecer la población carcelaria, con lo cual todos coincidimos. Si bien reforzamos los rubros, tenemos que dar de comer a más gente. Entonces, 
parecería que a esta Administración no le importa si los reclusos comen o no. No discrepo con que la dieta no alcanza el número calórico 
suficiente y estoy de acuerdo con el planteo del señor Comisionado Parlamentario, pero quiero tener una visión contextualizada del problema, 
porque fuera de contexto se puede llegar a decir que a esta Administración no le importa nada que los presos se mueran de hambre. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- A veces no nos enteramos de algunas cosas y es bueno saberlas. A partir de decisiones del Parlamento, el INDA, 
cuando requisa animales de contrabando y después de expedido el Juez, remite parte de la faena a las cárceles. 


SEÑORA MINISTRA.- No sólo eso hace el INDA, cosa que no sucedía antes. Además, en esta Administración y gracias a su contribución, 
todas las personas portadoras de VIH- Sida reciben una canasta de alimentación suplementaria. 


Defendí este proyecto y no hago una crítica al Comisionado Parlamentario, sino que me parece que las visiones tienen que ser 
contextuales y no aisladas o suplementadas. Reitero, debe haber una visión integral, con todo lo que todavía tenemos que corregir, pero 
también con todo lo que hemos hecho y con lo que se ha invertido. Y a eso hemos venido, no a contradecir, sino a discutir algunos números y 
aportar humildemente nuestra visión. Lo que queremos es trabajar cada vez mejor y por eso terminamos solicitando en nuestra intervención la 
reglamentación de la ley, ya que me parece que nos será de gran utilidad, tanto para los Parlamentarios como para nosotros y para el propio 
Comisionado Parlamentario, sea quien sea el que ocupe el cargo, ya que va a tener mucha más claridad y facilidades para su trabajo, que 
queremos que siga existiendo. 


Si la señora Presidenta me autoriza, voy a solicitar a la doctora Rodríguez que en forma breve nos brinde la última información sobre 
el tema de categorizaciones que, a raíz de un informe de ILANUD y de las nuevas visiones sobre las categorizaciones para agrupar reclusos, 
estuvimos discutiendo esta tarde. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En forma previa, quiero tomarme la licencia de señalar lo siguiente por un tema de justicia. 


El Comisionado Parlamentario señala que no pudo presentar su informe anual en tiempo y forma porque la información solicitada a 
la Dirección Nacional de Cárceles no llegó en el momento oportuno. Cabe aclarar que nosotros recibimos el pedido de información a la 
Dirección Nacional de Cárceles con fecha 11 de enero, el 14 de febrero fue contestado y se hizo una ampliación pocos días después. Por lo 
tanto, nos parece que si la información fue solicitada el 11 de enero, es bastante complejo que el informe se hubiera presentado de todas 
formas en el mes de diciembre. El Comisionado dice que la información fue solicitada a la Dirección Nacional de Cárceles pero ésta dice que 
no. Justamente por ello consideramos que la orden de servicio de alguna manera también es funcional para que la información del 
Comisionado Parlamentario llegue en tiempo y forma, y la autoridad máxima del Ministerio del Interior pueda controlar los plazos. 


SEÑORA MINISTRA.- Interrumpo brevemente a la doctora Rodríguez para agregar que tenemos a vuestra disposición los números de oficios 
en los biblioratos que prueban que, efectivamente, el pedido llegó el 11 de enero. Entonces, ratifico que en vez de estos dimes y diretes, los 
malentendidos no se darían si pudiéramos cumplir con el control necesario. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En lo que tiene que ver con el tema de las categorizaciones, las reglas mínimas, que son el instrumento de consenso 
internacional más antiguo que tenemos -data del año 55-, recomiendan la separación entre primarios y reincidentes, hombres y mujeres, 
procesados y condenados. Esto lo ha recogido toda la legislación de América Latina en los últimos cincuenta años. Sin embargo, nos parece 
que es importante actualizarnos en materia de criminología y no quedarnos solamente con viejos referentes. Actualmente, sobre todo desde la 
posición del doctor Borja Mapelli -también está recogido en las reglas penitenciarias europeas, que acaban de cumplir dos años-, este tipo de 
categorizaciones ya no se entienden tan convenientes y se ha probado que no son funcionales a la reinserción social porque lo que hacen es, 
de alguna manera, mantener también determinados niveles de estigma: los buenos son los primarios; los malos, los reincidentes; los buenos 
son los procesados; los malos, los penados. En lo que refiere a hombres y mujeres, también provoca la creación de mundos artificiales donde 
éstos no se relacionan. Esto no significa que no se tomen los debidos resguardos para salvaguardar la integridad física de las mujeres que se 
encuentran privadas de libertad. Sin embargo, el hecho de poder flexibilizar estos criterios con los debidos cuidados, permite que inclusive los 
espacios de las mujeres se aprovechen más. Hemos observado que el Comisionado tiene un profundo interés en lo que refiere al tema 
mujeres. De hecho, el 30% de su informe se refiere a ellas, pero no compartimos que allí exista una transversalización del género, sino que 
concentra la política de ese tema en un capítulo de las mujeres privadas de libertad. En el caso del Ministerio, estamos procurando que se 
transversalicen determinadas perspectivas y no simplemente se tengan capítulos para mujeres. 


Precisamente, el hacer estas distinciones tan estancas de hombres y mujeres en establecimientos separados, muchas veces dificulta 
o impide que las mujeres tengan acceso a actividades educativas y laborales porque no se pueden mezclar. Ahora bien; esto no es tan así y 


las reglas europeas lo demuestran. La reciente aprobación por parte de la Comisión Interamericana de las futuras reglas mínimas para 
América Latina -que acaban de ser aprobadas en el mes de enero-, nos muestra que podemos ser mucho más flexibles con estos criterios que 
responden a una realidad distinta a la del año cincuenta. Y hoy, respetando siempre los derechos fundamentales, se pueden hacer 
agrupaciones de personas en base a criterios más modernos y que resulten más funcionales a la reinserción. 


SEÑORA MINISTRA.- Solamente quiero agregar a lo expuesto que, modestamente, hemos llevado adelante una experiencia en el 
departamento de Florida, en una chacra en la que trabajan conjuntamente hombres y mujeres. A nuestro entender, esta experiencia piloto 
resultó muy positiva. Es así: nada en la vida tiene un desarrollo lineal y siempre es hacia adelante, ni siquiera nosotros como individuos. Los 
procesos tienen marchas y retrocesos y en esta temática reconocemos que también ocurre lo mismo. 


SEÑOR MUJICA.- En primer lugar, quiero decir que me parece que siempre es bueno sobre un problema -y cuanto más complejo, mejor- tener 
más de una opinión, cosa que la señora Ministra ha manifestado y que creo que todos compartimos. Pero cabe preguntarse para qué es la 
multiplicidad de opiniones. Suponemos que es para construir una mejor intervención sobre la realidad que es objeto de nuestras 
observaciones. En este sentido, me preocupa mucho algo que se mencionó al comenzar la alocución de la señora Ministra, que es la aparición 
en prensa del informe, previo a su análisis por parte de la Comisión y de la Asamblea General, y a la confrontación con el punto de vista del 
Ministerio. En primer lugar, me preocupa porque el informe anual, de acuerdo con la propia ley, debe rendirse ante la Asamblea General y no 
ante los medios de prensa y la opinión pública. Y en segundo término, creo que la peor manera de trabajar con multiplicidad de opiniones es 
ingresar en una carrera de información que puede llevar a la alarma pública o a la incomprensión de datos que son, en principio, en algunos 
aspectos contradictorios y que todos debemos estudiar, si queremos tener una intervención eficaz sobre el problema que nos preocupa. 


En ese sentido creo -y comparto totalmente el criterio de la Ministra- que es necesario reglamentar el tema. Sé que el Comisionado 
Parlamentario está trabajando. No es una persona que esté quieta, sino que se está moviendo y procurando conocer la realidad carcelaria; por 
supuesto que informa al respecto. También es cierto que para él es una experiencia novedosa, como para todos nosotros, y tenemos que ir 
resumiendo las experiencias como para que pase lo mejor que la ley permite y pase menos lo peor que la ley podría permitir. 


Creo que el hecho de que los informes tomen estado público antes de que nosotros los conozcamos, los podamos discutir, 
confrontar con la opinión del Ministerio y hacer algún tipo de evaluación -aunque no sea consensual, pero que por lo menos sea producto, 
justamente, de la confrontación de opiniones diferentes-, no le hace bien a la posibilidad que podamos tener para intervenir en cualquier 
aspecto relativo al sistema carcelario. 


Por otra parte, también recogiendo una preocupación o por lo menos la atención que la señora Ministra pone en un aspecto de las 
opiniones del informe dado por el señor Comisionado, quiero formular una pregunta sobre un tema que creo haber entendido, pero que me 
gustaría que se aclare definitivamente. Quisiera saber si la señora Ministra cree que no está bien pensar que hay que construir nuevas plazas 
para atender el problema carcelario o si, en realidad, está criticando que se considere que es la única manera de intervenir en este problema. 
Creo haber entendido que esta segunda posición es la que sostiene el Ministerio, pero me parece importante que este aspecto quede bien 
claro. 


SEÑORA MINISTRA.- Mi intervención va a ser muy breve, porque creo que en el planteo del señor Legislador hay varias consideraciones y 
una sola pregunta. 


Efectivamente, pienso que la construcción de plazas no es la única manera -tal como lo expresé- de solucionar el tema del 
hacinamiento. Estimo que la actitud -y no digo que la tenga el Comisionado Parlamentario- de solo creer que la solución pasa por seguir 
construyendo plazas, implica ser pasivo ante uno de los problemas más cruciales que tenemos, que es el crecimiento explosivo de nuestra 
tasa de prisionización. Además, debo ser franca: estamos hablando de US$ 6:220.000 invertidos y un refuerzo de rubro de US$ 
3:500.000 para una cárcel de alta seguridad, y creo que estamos llegando a un límite de gasto para este período de Gobierno. Entiendo que 
sería necesario seguir construyendo, pero no lo podemos hacer en este período de Gobierno y menos podemos mentir. 


SEÑOR MELGAREJO.- Señora Presidenta: voy a intentar ser lo más breve posible. 


Creo que en la tarde de hoy la señora Ministra y su asesora nos han planteado un análisis profundo de un informe que hoy tenemos 
los Legisladores pero que conocíamos desde antes por haber trascendido públicamente. Es un gran error que esto haya sucedido porque, de 
acuerdo con la ley, el Comisionado debe rendir cuentas a la Asamblea General y ésta recién está tomando conocimiento del informe. 


De acuerdo con el análisis que ha realizado el Ministerio, creo que es claro que este informe tiene algunas falencias. No quisiera 
prejuzgar ni hacer juicios terminantes, pero hay muchas diferencias entre la opinión del Ministerio y la del señor Comisionado, y este es uno de 
los problemas más graves. 


Por lo que hemos escuchado en el día de hoy, las puertas del Ministerio nunca han estado cerradas para el Comisionado ni tampoco 
hubo indisposición de la señora Ministra a conversar y para, incluso en el disenso, ver las razones de lo que se dice. Es más, si realmente se 
hubieran puesto a conversar, en el informe no constarían muchas de las cosas que allí se dicen. Pienso que el señor Comisionado debería 
tener más cuidado en la manera que lleva adelante su gestión, ya que algunas de las cosas que ha hecho han perjudicado enormemente al 
sistema. 


Concretamente, me refiero a su aparición pública con denuncias o demostraciones que alarmaron profundamente a la población; el 
esfuerzo debe ser hecho entre todos, y por él en primera instancia. Dado que llegar a la conclusión de que debíamos tener un Comisionado y 
elegir la persona indicada nos llevó un largo camino, él debe tener la suficiente capacidad y modestia para darse cuenta de que su papel no es 
aparecer en los medios de prensa sino tratar de ver cómo podemos ayudar entre todos a salir de esta situación. Nuestro país tiene un sistema 
carcelario muy caduco que desde hace varias décadas viene sufriendo los avatares que este Ministerio hoy está enfrentando, y si bien el señor 
Comisionado, desde su puesto, debe ver cuál es la política más adecuada a llevar adelante, también debe tratar de colaborar para encarrilar 
esta situación que nos preocupa a todos. 


Esto es cuanto quería decir. Me parecía que no podía callarlo, porque no se trata de pasarle la mano a la señora Ministra ni al señor 
Comisionado. Creo que se trató de una actitud valiente de la señora Ministra -como acostumbra a hacerlo-, al dar la cara inmediatamente y 
explicar cuáles son las razones, a cuenta de todo lo que también ha prometido. Me parece que esto es lo importante a destacar para que, en 
definitiva, trascienda. Por otro lado, aparece un documento que, antes de ser tratado por el organismo correspondiente, toma estado público, 
se sabe lo que ha pasado y cuál es el contenido de ese informe. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BERNINI.- Voy a intentar ser breve porque creo que la reunión ya se ha dilatado bastante y este es un primer avance, como bien 
decía la señora Ministra, y también es cierto que el propio señor Comisionado Parlamentario va a participar de todo esto. 


De todas formas, quisiera hacer algunas reflexiones, y aclaro que hoy estoy muy autocrítico. Creo que nosotros, como Poder 
Legislativo, tenemos gran responsabilidad en no haber avanzado más, aunque ha habido un desarrollo muy importante. Por ejemplo, hay una 
ley que dice que el Patronato tiene en su bolsa de trabajo una cuota del 5% en todas las obras impulsadas por el Estado. Sin embargo, no 
existe un solo relevamiento para saber si esto se está cumpliendo; es más, hay por lo menos un proyecto de ley que cuenta con media sanción 
y está en el Senado, desde hace más de seis meses, donde se reafirma este tema pero, en esta oportunidad, con sanciones al organismo del 
Estado que no cumpla o a quien licite y no concrete la operación. Por supuesto que se pueden ingresar otros proyectos de ley. Creo que, como 
nunca, se ha legislado y el Patronato tiene fondos, pero necesitaríamos mucho más. 


Cuando leí el titular de la prensa, que decía que de ahora al 2015 iba a haber el doble de los presos quedé absolutamente pasmado 
porque, entre otras cosas, uno piensa que en la vida, y sobre todo en los organismos vivos -este país, este Parlamento y este Gobierno lo 
son-, uno no puede sacar una fotografía de la realidad y traspolarla a partir de indicadores que hasta pueden ser cuestionables, como ha 
quedado claramente demostrado, sino que se debe actuar en función de esa realidad, que no es lineal. Imagino que este problema de la 
inflación, además del de las plazas sobre el que ya respondió varias veces la señora Ministra, pasa también porque tengamos que volver a 
estudiar el diseño del Código del Proceso Penal, el del Código General del Proceso, el tema de las penas alternativas o los medios 
tecnológicos a que hacía referencia el señor Legislador Moreira. Puedo decir que participé en una reunión donde había una gran cantidad de 
proyectos a llevar adelante; en algunos necesitábamos dinero, en otros ya lo teníamos y en otros tantos había necesidad de discutir. Estimo 
que acá falta un actor fundamental; lo dije en aquel momento y lo reitero ahora. La Justicia, el Poder Judicial de este país tiene que actuar, 
debe participar de este debate. Y lo digo porque sucede que esta hiperinflación carcelaria se da, muchas veces, no porque falten leyes, sino 
porque las que están vigentes no se están cumpliendo a cabalidad. Esto lo hemos mencionado en delegaciones, cuando fuimos a reclamar a 
la Comisión de Derechos Humanos -quizás el señor Legislador Novales lo recuerde- para saber cuál era el motivo por el que los Jueces no 
aplicaban las penas alternativas, dado que ya estaban en condiciones de hacerlo. 


Como decía, me parece que acá hay muchos actores que tenemos que ver con este tema y como insisto en que se trata de un 
organismo vivo, creo que nadie tiene la capacidad de hacer proyecciones desde ahora hasta el año 2015, ya se trate del Ministerio, del señor 
Comisionado Parlamentario o del mejor técnico del universo. Si hubiera alguien así, nos diría que es un disparate plantearse congelar una 
realidad, elevarla a la “N” potencia, en función de un país que ya fue y, a partir de ahí, obtener un resultado. Por el contrario, debemos actuar 
desde diversos lugares. Esta es una reflexión que ya he realizado y ahora la vuelvo a hacer porque creo que tenemos que trabajar en este 
sentido. Hay que generar políticas y ámbitos de intercambio entre todos los actores que estamos involucrados con el tema, o sea, el Poder 
Judicial, el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. Si es necesario, también deberíamos crear ámbitos donde puedan participar técnicos que 
nos puedan asesorar, ver el Derecho Comparado, las realidades de otros países, etcétera. Ahora hay todo un debate respecto al tema del 
proceso penal y el nuestro debe ser el único país de América Latina donde sigue siendo el mismo Juez el que procesa y condena. 


Nuestro país debe ser uno de los pocos de América Latina que tienen un porcentaje de procesados sin sentencia tal que, cuando ese 
dato llega al exterior, provoca alarma. No se puede creer que en un país moderno en muchos aspectos como el nuestro, con un nivel cultural y 
social importante y con avances legislativos muy trascendentes en materia de derechos humanos, sigan existiendo un sistema y un proceso 
judicial como los que tenemos, basados en el Código Rocco del fascismo italiano. 


¡Si tendremos cosas para hacer! Me resisto, me niego a creer y jamás voy a aceptar la idea de que en el año 2015 tengamos el 
doble de presos. Si es así, me voy para mi casa, ¿qué estoy haciendo acá? 


En realidad, creo que todos estamos con la cabeza puesta en la resolución de este problema, por supuesto con los matices que nos 
caracterizan, y debemos trabajar y generar los ámbitos apropiados. Tuvimos una instancia que luego se fue diluyendo. Debemos crearla 
nuevamente y empezar a conversar de nuevo con las autoridades del Poder Judicial. Pienso que, en gran parte, el futuro de todos va en ese 
sentido. 


En otro orden de cosas, reivindico la tarea del Patronato. Tengo una particular relación con esa institución. Trabajé mucho en el tema 
y elaboré proyectos de ley al respecto. Me consta que sus responsables no dan abasto, pero están muy contentos porque tienen un lugar físico 
donde reunirse; ahora se les han adjudicado locales en todos los departamentos del interior, mientras que antes no tenían ni siquiera un lugar 
de referencia. Hoy todos cuentan con un local, un teléfono y una computadora para trabajar. 


En síntesis, digo que tenemos que trabajar. Por supuesto, estas reflexiones son a modo de autocrítica, porque me siento 
responsable de no avanzar más en función de que no generamos las instancias que se requieren para ello. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más oradores inscriptos, me voy a permitir hacer unas reflexiones y plantear algunas preguntas. 


En primer lugar, la señora Ministra hoy nos ha brindado una cantidad de documentos y, por mi parte, voy a tener el gusto de hacer lo 
propio porque, después de mucho pedir, el señor Comisionado Parlamentario contestó en parte alguna inquietud que planteamos con respecto 
a quiénes integran el personal que está a su cargo. El 25 de marzo, me contestó mediante una nota que fue repartida en esta Comisión y 
aportó, por lo menos, los nombres de las personas que forman parte de su personal. Esa nota incluye también algunas apreciaciones sobre la 
imperiosa necesidad de contar con voluntarios en la tarea de su oficina, habida cuenta de la cantidad enorme de solicitudes recibidas. 


En ese marco, debo señalar que en el Parlamento tenemos algunas dificultades y, por esa razón, quería plantear a la señora Ministra 
nuestra preocupación en cuanto a que hay un seudo convenio o, mejor dicho, un convenio inexistente, por el cual cinco personas están 
ingresando al sistema penitenciario. Nosotros sabemos el nombre de tres de ellas, porque nos lo envió el señor Comisionado en un 
comunicado. Hablo de convenio inexistente porque, según nos asesoramos, el Comisionado Parlamentario no puede realizar convenios en 
nombre de la institución Parlamento. Esta situación es producto de un eventual convenio o convenio inexistente que el señor Comisionado 
Parlamentario firmó en nombre del Parlamento con la Facultad de Psicología, y estamos tratando de ver cómo se resuelve, pero creo que, en 
realidad, la solución la vamos a encontrar en el marco de la reglamentación de la ley, trabajo al que deberemos abocarnos los parlamentarios. 
De lo contrario, uno y otro día nos vamos a enfrentar a dificultades en esta suerte de experiencia colectiva que estamos inaugurando cada una 
y cada uno en el ámbito en que nos tocó participar. 


Por lo tanto, no sé si le servirá de mucho a la señora Ministra, pero pensamos que en este material algo hay. 


A propósito de esto, voy a plantear la siguiente pregunta. Según los ejemplos de notas que la señora Ministra nos fotocopió acerca de 
la solicitud de información, debo decir que, en mi opinión, en los planteos que hace el señor Comisionado Parlamentario hay un capítulo 
relativo a las recomendaciones a las autoridades, tal cual lo establece la ley, y una innumerable cantidad de pedidos de informes, muchos de 
los cuales tienen que ver con situaciones médicas de los reclusos. Veo que en el listado no figura ningún médico en el staff del señor 
Comisionado Parlamentario que pueda orientar los informes o los diagnósticos  -quería preguntar a la señora Ministra si los hay- respecto a 
eventuales situaciones sanitarias de los reclusos. Me gustaría saber cómo podría clasificarlos, dada la cantidad de pedidos de informes, y si 
ello es posible. Me parece que con su metodología de biblioratos le será fácil ordenarlos. 


Por otro lado, luego de conversaciones mantenidas con algunos técnicos del BID que han visitado nuestro país, concluimos que no 
hay una ratio internacional sobre el significado de la palabra "plaza". Es necesario saber si quiere significar veinte, treinta o cincuenta metros 
cuadrados, o si se refiere a camas o a otra cosa, pues cuando hablamos de plazas es importante saber si todos hacemos referencia a lo 
mismo. 


Por supuesto que estamos totalmente consustanciados con la preocupación a propósito de la tasa de prisionización que existe en 
nuestro país. Creo que comprendí bien este tema hace un año, cuando la señora Ministra presentó un anteproyecto sobre penas alternativas al 
señor Comisionado Parlamentario y pude constatar que ellas justamente tienen la característica de ser alternativas a la prisionización. 


Entonces, no creo que podamos referirnos a las penas alternativas, a las tasas de prisionización y a las plazas como si se tratara de 
compartimentos, porque todo esto tiene un hilo conductor. Concuerdo también con el planteamiento efectuado por la señora Ministra respecto 
a las propuestas de las dos Comisiones que se generaron luego de sancionada la Ley de Humanización de Cárceles. 


Me gustaría poder hilar estos temas, no dejar aislada la inquietud específica que conmovió a cada uno de nosotros y tratar de ver la 
globalidad. 


Con respecto a los Patronatos, estoy totalmente de acuerdo con el planteo del señor Legislador Bernini, pues en este período el 
Patronato ha recibido atención, pero ésta, por supuesto, deberá ser mayor. 


Quisiera hacer una consideración tendiente a reafirmar la necesidad de la reglamentación de la ley, no solo en lo que tiene que ver 
con sus temas específicos, sino también en lo que respecta a la relación del Parlamento con una institución nueva que, a su vez, genera 
relaciones administrativas, etcétera. Ahora bien, en el marco de la tasa de prisionización que se incrementa y teniendo en cuenta la actual 
legislación, ¿se ha considerado también que pueda deberse a una mayor eficiencia policial? 


Estas son algunas de las cuestiones que quería dejar planteadas, en el marco de otras consideraciones que han efectuado la señora 
Ministra y otros integrantes de la Comisión. Estoy de acuerdo, además, en que la exposición pública a la que muchas veces se somete el 
señor Comisionado Parlamentario también es una novedad para nosotros. Debo agregar que he conversado con él sobre ciertas cuestiones 
que, como integrante de la Comisión en su momento y como Presidenta ahora -y esto le consta-, no nos parecieron las más felices. Me refiero 
al hecho de "colgar" el avance del informe antes del inicio de una sesión de la Comisión en la que los Legisladores íbamos a tomar 
conocimiento de él y luego, el día de la presentación del informe, que el señor Comisionado Parlamentario me transmitiera que lo había 
difundido a la carpeta. No sé qué es la carpeta, pero supongo que se tratará de la carpeta del correo electrónico en la que hay una lista de 
receptores. Sin embargo, me parece que estas cosas también deberían estar en nuestra consideración a la hora de la reglamentación de la ley 
porque, reitero, nos parece -como bien lo dijo previamente otro colega- que la Asamblea General -a través de esta Comisión que ella creó; si 
no, no estaríamos aquí- es la primera receptora, junto con las autoridades competentes -obviamente, el Ministerio-, de lo que son los informes 
del señor Comisionado Parlamentario. 


SEÑORA MINISTRA.- En cuanto a las recomendaciones sanitarias, que son la gran mayoría de los pedidos de informes y sugerencias que 
realiza el señor Comisionado Parlamentario, puedo decir que está todo registrado y podemos dejarlo para vuestro conocimiento. 


Quiero decir que nos parece loable la tarea que realiza tanto el Comisionado Parlamentario como su equipo, y supongo que a veces 
debe estar absolutamente desbordado porque, evidentemente, trabajan muchas horas. 


La reflexión que nos merece -esto es algo discutible- es que sería mucho más efectivo que se englobara en una recomendación más 
macro acerca de cómo proceder más pertinentemente, de acuerdo con su criterio, en los grandes problemas que todavía no hemos podido 
corregir, relativos a la atención sanitaria de nuestros reclusos y reclusas. 


Bienvenidas sean estas propuestas generales en el sentido de que nos ayuden a encontrar los caminos para solucionar lo que de 
verdad queremos corregir. Hemos hecho esfuerzos en este sentido, pero sabemos que estamos atrasados en un montón de aspectos. 


Por eso siempre decimos que de las 181 recomendaciones que realiza el Comisionado Parlamentario, todas vienen dirigidas al 
Ministerio del Interior. Por ejemplo, pensamos que tal vez podría ponerse en contacto con el Ministerio de Salud Pública para atender algunos 
de estos aspectos; la ley lo habilita: tiene una habilitación total en ese sentido. 


Estas son las cosas que me resultan interesantes de discutir para lograr un mejor funcionamiento de todos. Digo esto porque me 
niego -y esto no tiene nada que ver con la opinión del señor Comisionado Parlamentario- a mantener un criterio de seguridad que sea 
absolutamente policial. Creo que el de la seguridad es un concepto mucho más integral que el de la Policía. Asimismo, me niego a creer que 
en la salud penitenciaria sólo tenga que ver el Ministerio del Interior. En ese sentido, ¿no habrá algún aspecto que viabilizar con el Ministerio de 
Salud Pública en su conjunto? Y esto es como tantas otras cosas. 


Entiéndaseme: quiero que el rol del Comisionado Parlamentario para el sistema carcelario se fortalezca e impacte, si se quiere, más 
estructural y profundamente que en lo que tiene que ver con la pomada para los hongos de un recluso. A eso me refiero y lo digo sin ningún 
contenido de burla; también es importante que el recluso tenga la pomada para los hongos. 


En cuanto a las salidas a la prensa, no voy a emitir opinión pero sí voy a resaltar mi actitud. No he abierto la boca a la prensa, por 
más que me lo han solicitado, antes de rendir cuentas a quienes me fiscalizan, que son los Parlamentarios y las Parlamentarias. 


La presión de la prensa para que saliera a contestar fue enorme; sin embargo, no me pareció correcto hacerlo y tal vez ahora -porque 
está toda reunida allí afuera- haga algún ligero comentario. 


Hace poco tiempo y sobre fin de año, la prensa hacía algunas apreciaciones acerca de posibles motines y cosas por el estilo. Creo 
haber salido infinitas veces a la prensa a hablar de la cautela que hay que tener cuando uno se refiere a estos temas, porque también los 
reclusos ven televisión. Y este es todo un tema sobre el que deberíamos realizar un seminario. 


Hay otro aspecto que nos preocupa del informe del señor Comisionado Parlamentario, sobre todo en lo que hace a la violencia 
intracarcelaria; él reconoce que una de las fuentes mínimas de información es la prensa. Mis asesores de la Unidad de Comunicación, que son 
técnicos en la materia -una vez escrito el informe lo haré llegar a vuestro conocimiento- tienen una visión muy crítica de la incidencia de la 
prensa como fuente confiable de información. Estamos hablando de nada menos que de un informe anual de un rol tan importante. 


A continuación, quisiera que la doctora María Noel Rodríguez contestara la inquietud final del señor Legislador relativa al concepto de 
plaza. 


Por último, me gustaría agradecer que por primera vez me hayan brindado -aunque sea en forma parcial- una breve información 
acerca del equipo que trabaja junto al señor Comisionado Parlamentario sobre el Sistema Carcelario. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En lo que refiere a la definición de una plaza penitenciaria, debo decir que hay muy pocas a nivel internacional y, por 
supuesto, no existe a nivel nacional. En el ámbito internacional, hay una definición de parte del Comité Europeo para la Prevención de la 
Tortura, que obviamente responde a un contexto que no es el nuestro, y últimamente el Comité de la Cruz Roja ha hecho algunas 
recomendaciones en cuanto al metraje mínimo de una celda, el metraje cúbico necesario de aire, luz, etcétera. Sin embargo, no tenemos una 
definición a nivel latinoamericano y solamente contamos con algunos elementos muy puntuales en Argentina. Precisamente por eso, en el 
marco de la consultoría que pedimos al BID -quien generosamente nos ha donado un equipo de consultores-, una de las cosas que queremos 
hacer es definir -y esta hubiera sido una buena recomendación de parte del Comisionado Parlamentario- qué significa plaza, y luego que se 
nos cuestione. Esto es algo que algunos órganos de control han hecho, sobre todo en Colombia, ya que han puesto a la autoridad 
penitenciaria en el compromiso de tener que definir qué es una plaza. Nosotros nos vamos a poner la soga al cuello y pretendemos definir un 
estándar mínimo de plaza para poder efectivamente saber con precisión cuál es el número que necesitamos y la calidad que deben tener. 


También quiero hacer una segunda reflexión en cuanto a la interrogante de si hemos evaluado o no la incidencia de la eficacia 
policial. El incremento en las tasas de encarcelamiento en la región tiene cuatro causas, que son las siguientes: el crecimiento demográfico - 
que obviamente no se aplica a nuestro país porque no tenemos más presos porque la población haya aumentado, como sucede en 


El Salvador-; el aumento delictivo, que puede ocurrir en momentos como el que planteaba el señor Legislador Abdala, de los años 
2002 y 2003 -aclaro que esto no es lo que se da a nivel de evolución histórica-; una mayor eficacia policial -a pesar de que tengamos una de 
las mejores Policías, con la mayor efectividad y menor corrupción de la región, no tenemos una Policía tan eficiente como para poder explicar 
estos índices de encarcelamiento-; y, como cuarta razón -que es la que efectivamente se aplica a nuestro país y a los de la región-, un mayor 
uso o un uso desmedido y abusivo de la pena privativa de libertad, que se explica fundamentalmente por las reformas legislativas de corte 
penal. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece importante que ahora tengamos algunos elementos, sobre todo en lo que concierne a los recursos 
adjudicados al Patronato y a cuál es su estructura en todo el país. Estas cosas nos preocupan, porque no hay duda de que, dada la tasa de 
reincidencia que tenemos, la acción de contención y rehabilitación ha fracasado. Este es un hecho objetivo, y si vemos los números de los 
liberados por la ley y los liberados por la Justicia, vemos una diferencia sustantiva que alcanza el 40%. 


También creo que tenemos que reafirmar que el texto de la ley es uno y que las actuaciones del Comisionado que tienen tono de 
reserva son aquellas que ocurren dentro de las cárceles ante denuncias y demás. Sin embargo, el Comisionado presentó el informe ante la 
Asamblea General el 1% de marzo y, por tanto, no podemos pedir que tenga el carácter de reservado. Debemos ser honestos y decir que 
cualquier informe que se dé en el ámbito parlamentario cuenta con cero reserva. Además, no voy a coartar mi libertad de dar mi opinión sobre 
el informe, aun cuando la señora Ministra no haya dado la suya. La señora Ministra tendrá su opinión y también tiene sus responsabilidades. 
Una vez que nos llega el informe, obviamente, todos tendemos a dar nuestra particular óptica y visión, y la señora Ministra, como 
parlamentaria que ha sido, estará de acuerdo conmigo. 


De modo que de lo que no podemos hablar acá es de la reserva de actuaciones en cuanto a los informes; ahora bien, después cada 
uno puede juzgar a su manera si debió colgarse o no. La ley dice que el Comisionado tiene que rendir un informe anual a la Asamblea General 
y ésta debe evaluarlo y discutirlo. No sé, señora Presidenta, cuál es el proceso que este informe ha tenido, si pasa por la Comisión y después 
va a la Asamblea General, o ya fue a ese ámbito, porque está dirigido al señor Presidente del Senado. 


Sobre este tema sería conveniente recibir al señor Comisionado Parlamentario, porque todavía no lo hemos escuchado. 


SEÑORA MINISTRA.- Yo escuché mucho al señor Comisionado. 


SEÑOR MOREIRA.- No, señora Ministra, me refiero a la Comisión. En realidad, creo que hemos invertido el orden y llegó primero la señora 
Ministra que el señor Comisionado. Se impone que lo escuchemos, sobre todo cuando hay una diferencia muy grande en el enfoque, en la 
consideración y en las conclusiones que se tienen sobre aspectos muy importantes del sistema carcelario. 


He escuchado con mucha atención a la señora Ministra y vamos a recibir sus números complementando la información, en una 
actitud de hacer público todo esto que es relevante para la vida de todos los uruguayos. Luego escucharemos al señor Comisionado, no para 
confrontar cosas, sino para que nos exprese por qué puso lo que puso en el informe. ¿Por qué dice que el Patronato va hacia atrás y no hacia 
delante? ¿Por qué habla de la emergencia humanitaria en tantas cárceles? Por otro lado, quizás podemos pensar que la proyección que 
realiza puede causar cierta alarma pública si tenemos en cuenta que en el año 2015 vamos a tener 15.000 reclusos. También el Comisionado 
tiene autonomía técnica y funcional, y bajo su responsabilidad expresa lo que, supongo, habrá pensado que había que señalar. No obstante, 
eso lo hablaremos con él. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de terminar la sesión, voy a responder la pregunta formulada por el señor Legislador. Usted quiere saber 
cómo llegó el informe. Precisamente, llegó por nota del señor Comisionado Parlamentario al señor Vicepresidente de la República -es decir el 
Presidente de la Asamblea General-, quien lo envió a esta Comisión asesora. 


Luego de que el señor Comisionado Parlamentario envió el informe, pidió que fuera retirado y que fuera presentado un segundo 
informe, porque después de haber entregado el primero, había notado que en él había errores. Cuando el señor Comisionado Parlamentario 
nos hizo el planteo, hicimos el mismo movimiento con el segundo informe, que tiene muchas más páginas y una cantidad de gráficas que no 
tenía el primero. 


Según me informó el señor Comisionado Parlamentario, cuando estaba haciendo los ajustes al trabajo, por un error personal, olvidó 
guardar las modificaciones en su computadora y los arreglos no quedaron registrados creo que en seis páginas. Esto motivó que se hiciera un 
comparativo en la Secretaría de la Asamblea General, a los efectos de que el documento que hoy tenemos a consideración sea realmente el 
mismo que el señor Comisionado Parlamentario había mandado por Internet, porque nosotros no podemos estar trabajando sobre un 
documento que no sea el mismo que está circulando por otra vía. Ese trabajo fue realizado en la Secretaría del Senado y la señora Secretaria 
estuvo en continuo contacto con quien habla y con la Secretaría de la Asamblea General, a fin de que esas “dificultades” -entre comillas- que 
sucedieron no generaran informes que fueran diferentes. 


En síntesis, le pido al señor Legislador que se quede con la total certeza de que el camino que recorrió la presentación de este 
informe dentro del Parlamento fue el que le estoy diciendo. 


Por mi parte, le reclamé al señor Comisionado Parlamentario la posibilidad de que ese informe estuviera pronto antes de fin de año. 
Cuando lo recibimos el año pasado, estábamos casi próximos al receso parlamentario y eso motivó no poder reunir a la Comisión para el 
debate que recién estamos dando ahora. Como recordará el señor Legislador, la Asamblea General no tuvo quórum para habilitar a las 
Comisiones a que se reunieran durante el receso. Eso motivó que quedara pendiente -no el informe, porque el señor Comisionado lo entregó 
recién en marzo, cuando el receso ya estaba levantado- la posibilidad de la solicitud del mismo en el tiempo en que nos hubiera gustado 
tenerlo para poderlo analizar y no estar entrando al segundo trimestre del año 2008 analizando un informe pendiente del año 2007. Entonces, 
en ese marco es que me veo en la obligación de informar cuál fue el trámite, de manera que sea de conocimiento de todos los señores 
Legisladores. Y, por supuesto, el señor Comisionado Parlamentario concurrirá a esta Comisión. Reitero, este informe que tenemos sobre la 
mesa es el que el señor Comisionado Parlamentario ha hecho, y en el que expresa -tengo el original en mi poder con su firma en birome- lo 
que él consideró debía ser el mensaje que debía mandar a este ámbito. En ese marco estamos recibiendo en el día de hoy a la señora Ministra 
y comenzaremos un intercambio que quisimos comenzar el jueves pasado y no lo pudimos hacer porque no tuvimos quórum. 


SEÑOR MOREIRA.- Estuve presente. 
SEÑOR BERNINI.- Yo también. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Lo tenemos en cuenta. 


SEÑORA MINISTRA.- Agradezco que nos hayan recibido y queremos reafirmar nuestra voluntad de cooperación y apertura a la participación 
de todos ustedes, en el ámbito que quieran del sistema penitenciario, y de nuestra colaboración con el Comisionado Parlamentario. El hecho 
de que discrepemos con algunas de sus opiniones no quiere decir que no reconozcamos su tarea y la importancia crucial de su rol, sino todo lo 
contrario. Como docente y psicóloga social, cuando enseño a mis alumnos la noción del aprendizaje, les digo que a veces se aprende “con” y 
otras “contra” los otros y las otras. Debatir la diferencia, que tanto nos ha costado poner en juego, nos enriquece el pensamiento. En un año y 
días de gestión he aprendido muchísimo de mucha gente que trabaja conmigo, personas que opinan diferente a mí, y esta es mi voluntad de 
trabajo. De ninguna manera vengo a polemizar con el Comisionado Parlamentario, sino a hacer alguna aclaración, lo cual me parece 
importante. Quiero dejar constancia de mi máxima apertura a todas las recomendaciones, intervenciones y visitas que quieran realizar los 
señores Legisladores. 


Asimismo, agradezco las iniciativas que se han presentado por parte de algunos señores Legisladores, las cuales van a colaborar en 
mucho en algo donde tenemos una gran coincidencia, es decir, en lograr que el Uruguay baje su altísima tasa de prisión y que los reclusos 
estén en las condiciones de derechos que tienen que estar, ya que nosotros somos los primeros críticos a la hora de mirar cómo están 
sucediendo las cosas. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 48 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


